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1. Introducción 

Como ha señalado acertadamente Sánchez Morón, en la ac-
tualidad son muchos los problemas pendientes de nuestro mo-
delo de función pública que demandan una urgente solución, 
si bien todos ellos responden a una misma causa 

"A saber, que el modelo burocrático tradicional de corte We-
beriano, es poco compatible con una sociedad competitiva, su-
mida en un proceso acelerado de cambio económico y de va-
lores y en una revolución tecnológica. Para hacer frente a estas 
circunstancias, el sistema del empleo público necesita eliminar 
rigideces, flexibilizar estructuras, incrementar la eficacia y pro-
fesionalidad de las Administraciones, fomentar la capacidad de 
sus integrantes. En este contexto, la gradual equiparación al mo-
delo de relaciones laborales de la empresa privada constituye una 
tendencia imparable"1. 

1  SÁNCHEZ MORÓN, M. Dere-
cho de la Función Pública, Tec-
nos, Madrid, 1996, p. 51. 
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Parece razonable pensar que también los procesos selecti-
vos del personal al servicio de la Administración Pública, en 
cuanto elemento integrante y, desde luego, determinante del 
modelo de función pública que se vaya a establecer, se van a ver 
inmersos en el más que probable aggiornamente a que está abo-
cado el modelo tradicional. Esta modernización va a venir de-
terminada, con toda probabilidad, por el establecimiento de 
sistemas de selección más flexibles, que permitan una mayor y 
más específica profesionalización, sistemas que, en definitiva, 
garanticen una selección más eficaz del personal2 . 

Ahora bien, si ello es así, no es menos cierto que otro de los 
problemas más graves que demandan una solución urgente es 
el de la necesidad de garantizar la objetividad e imparcialidad 
en el desarrollo de estos procesos selectivos. El favoritismo en 
el acceso a la función pública (y, en menor medida, para el as-
censo) sigue constituyendo otro de los problemas fundamentales. 
Se trata de un problema de raíces profundas en nuestro país, no 
sólo vinculado al clientelismo político, sino también a ami-
guismos, nepotismo y patronazgos de vario tipo, que debe ser 
combatido (por no decir, utópicamente, erradicado) para con-
solidar una Administración moderna y estrictamente profesio-
nalizada3 . 

Esta necesidad, además, se hace más acuciante cuanto más 
flexibles, más equiparados al modelo de las relaciones labora-
les sean, en general, los procesos selectivos. No podemos olvi-
dar que los fines y principios que guían la selección y forma-
ción de los funcionarios públicos no son idénticos a los que 
presiden las relaciones privadas. Al margen de los imperativos 
constitucionales establecidos, entre otros, por el artículo 103 
CE, lo cierto es que, al día de hoy, frente al lucro como máxima 
categórica que mueve las relaciones jurídico-laborales privadas, 
la rentabilidad política sigue siendo, por desgracia, una de las 
máximas de las relaciones jurídico-laborales públicas, a pesar 
de lo que, en muchas ocasiones, se trate de hacer ver. 

Así pues, la necesidad de compatibilizar principios tales 
como los de eficacia y eficiencia, igualdad, mérito y capacidad, 
imparcialidad o seguridad jurídica, consagrados constitucio-
nalmente (arts. 103 y 9.3) y previstos como principios orde-
nadores de la Función Pública4, obliga a buscar soluciones in-
teligentes y creativas, que garanticen el respeto y equilibrio 
entre todos ellos. Es este un problema sobre el que la doctrina 
viene reclamando la atención y que, sin embargo, no ha sido 
todavía resuelto adecuadamente por el legislador tal y como 
veremos5 . 

2  Vid. al respecto Jornadas 
sobre selección de personal en 
las Administraciones Públicas, 
celebradas en Vitoria en octubre 
de 1996, y que bajo el mismo tí-
tulo fueron publicadas por el 
IVAP, en 1997. De entre todas las 
aportaciones debe destacarse la 
de FÉREZ FERNÁNDEZ, M. sobre 
"Reflexiones sobre la necesaria 
renovación del actual modelo de 
selección de las Administracio-
nes Públicas" (pp. 51 a 84), en la 
que se hacen unas considera-
ciones muy interesantes sobre 
las nuevas técnicas de evaluación 
y selección del personal al ser-
vicio de las Administraciones pú-
blicas. 

3  SÁNCHEZ MORÓN, M. Dere-
cho de la Función... p. 51. 

4  El artículo 6 del Anteproyec-
to de Estatuto Básico de la fun-
ción pública, al que aludiremos 
más adelante, establece que la or-
denación de la función pública 
responde, entre otros, a los si-
guientes principios: "b) igualdad, 
mérito y capacidad; c) responsa-
bilidad, incompatibilidad y ob-
jetividad como garantías del ejer-
cicio objetivo e imparcial de la 
Función Pública; f) eficacia en el 
servicio a los intereses generales; 
g) eficiencia en la utilización de 
los recursos...". 

5  En efecto, poco después de 
la reforma del año 1984, SANTA-
MARÍA PASTOR, J.A. ("Prólogo" ó 
libro de ESCUIN PALOP El acceso 
del personal y la provisión de 
puestos de trabajo en la Admi-
nistración del Estado y en las Co-
munidades Autónomas, Tecnos, 
1986) destacaba como uno de 
los problemas que planteaba la 
ley, y que era necesario resolver 
rápidamente, el de la composi-
ción y funcionamiento de los ór-
ganos de selección de los fun-
cionarios públicos. 
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6  En el mismo sentido SÁN-
CHEZ MORÓN, M, op. cit., p. 52 
ha señalado que en los órganos 
de selección "se encuentra una 
de las claves del problema, en la 
que se precisa extremar las ga-
rantías, pues dada la dificultad 
que a veces comporta diferenciar 
entre candidatos por razón de 
sus méritos y capacidad (sobre 
todo en procedimientos muy 
concurridos) y la discrecionali-
dad técnica de que gozan los ór-
ganos de selección, la imparcia-
lidad y el acierto del resultado se 
juega muchas veces al designar 
al tribunal o comisión corres-
pondiente". 

7  Decimos hasta cierto punto, 
en la medida en que la revisión 
jurisdiccional de las decisiones 
de los Tribunales o Comisiones 
de selección no puede alcanzar, 
nunca, el núdeo de "la denomi-
nada discrecionalidad técnica en 
el desarrollo de su cometido de 
valoración" (STS de 25 de octu-
bre de 1992), lo que no significa, 
desde luego, que no se pueda so-
meter a juicio la decisión de los 
órganos administrativos corres-
pondientes, sino que se ha de 
hacer con ciertos límites. Esta 
doctrina ha sido reiterada por 
una abundantísima jurispru-
dencia ordinaria y constitucio-
nal. Un resumen del contenido 
básico de esta doctrina lo pode-
mos ver en la STS de 15 de julio 
de 1996, en su EJ. segundo se es-
tablece lo siguiente "en Senten-
cias 29 de julio 1994 y de 5 de 
junio 1995 decíamos que 2... 
cualquiera que sea la ciencia, sa-
ber o técnica que deban acredi-
tar los partícipes en los concur-
sos y oposiciones, sigue, en 
principio, con plena vigencia la 
reiterada jurisprudencia sobre el 
particular, que encomienda en 
exclusiva la valoración a las Co-
misiones administrativas cons-
tituidas al efecto, a las que no 
pueden sustituir en cuanto a sus 
conclusiones valorativas los Tri-
bunales de Justicia. Sin embar- 

En lo relativo al desarrollo de los procesos selectivos no cabe 
duda de que una mayor flexibilización de los procedimientos y 
pmebas debe llevar aparejada, en aras a garantizar ese 
brio, una mayor rigidez en la conformación del órgano de se-
lección correspondiente. La determinación objetiva e imparcial 
de cual haya de ser la persona que de forma más eficaz puede 
desarrollar una concreta tarea no va a depender tanto del sis-
tema o proceso que se vaya a seguir en su selección, como, prin-
cipalmente, de la cualificación técnica y de la imparcialidad de 
los sujetos responsables de la misma 6 . Ahora bien, si en algu-
nos sistemas de selección el margen de discrecionalidad dejado 
al Tribunal se encuentra hasta cierto punto reducido y, por tanto, 
su margen de maniobra es menor, tal y como ocurre, por ejem-
plo, en el sistema de concurso 7, en los modernos sistemas de se- 

go, esta doctrina no tiene un valor tan absoluto, que excluya cualquier tipo de 
matización. En este sentido, esta Sala, en algunas Sentencias, como las de 28 de 
enero de 1992 y 23 de febrero de 1993, ha tratado de precisar hasta qué punto 
la tesis tradicional sobre la imposibilidad jurídica de los Tribunales de Justicia 
para entrar en el examen de las cuestiones relativas a los conocimientos y mé-
ritos de los candidatos no admite fisura alguna. En las Sentencias dtadas nos ha-
cíamos eco de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 14 de noviembre de 
1991, que aunque referida a las facultades de unas Comisiones administrativas 
de Reclamaciones previstas en el ámbito de las pruebas para el profesorado uni-
versitario, sin embargo llega a algunas conclusiones interesantes para resolver, 
con carácter de orientación general, el tema que nos ocupa. En dicha sentencia 
se parte de los principios de igualdad y de mérito y capacidad para el acceso a 
las funciones públicas, consagrados en los artículos 23.2 y 103.3 de la Consti-
tución, para matizar las potestades revisoras de aquellas Comisiones, a partir del 
dato de no considerarlas como un órgano técnico, lo que lleva a la sentencia a 
esforzarse en distinguir entre "el núcleo material de la decisión técnica", reser-
vado en exclusiva a las Comisiones juzgadoras, y sus aledarios, constituidos por 
la verificación de que se haya respetado la igualdad de condiciones de los can-
didatos y de los principios de mérito y capacidad de los mismos en el procedi-
miento de adjudicación de las plazas, si bien serialábamos también en nues-
tras sentencias cómo el esfuerzo dialéctico del Tribunal Constitucional al 
establecer aquella diferenciación concluía a la postre en la jurídicamente más 
asequible afirmación de que la no ratificación de la propuesta de provisión de 
una plaza sólo puede producirse en aquellos supuestos en los que resulte ma-
nifiesta la arbitrariedad de la adjudicación efectuada y, por tanto, evidente el 
desconocimiento de los principios de mérito y capacidad. Estas consideracio-
nes nos permiten aproximarnos a la idea de que -cualquiera que sea la materia 
sobre la que versen las pruebas- solamente en los supuestos en que sea evidente 
el error padecido por la Comisión a calificar como correcta o incorrecta una 
respuesta, de modo que sea realmente inaceptable, con arreglo a los criterios de 
la sana crítica, admitir la tesis de la Comisión determinante de aquella valora-
ción, resultando permisible que con todas las cautelas y atendiendo a una ca-
suística muy estricta, los Tribunales de Justicia puedan llegar a la conclusión de 
que los órganos administrativos no han tenido en cuenta manifiestas condi-
ciones de mérito del partícipe en los concursos u oposiciones o bien que han 
computado favorablemente contestaciones manifiestamente equivocadas, siendo 
el caso más claro en este sentido el que se daría en el supuesto de operaciones 
matemáticas o de habilidades comprobables numéricamente, respecto a cuyo 
resultado quedase perfectamente acreditado la solución errónea tenida por 
buena por la Comisión o, a la inversa, la acertada que hubiese sido rechazada...". 
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lección, donde no sólo se busca al candidato con más conoci-
mientos, sino a los candidatos con más y mejores aptitudes y ac-
titudes, y en los que la entrevista personal es un elemento clave 
de la decisión, el margen de discrecionalidad dejado al Tribunal 
es mucho mayor y, por ende, la cualificación técnica de sus 
miembros, así como la imparcialidad de sus decisiones son, en 
última instancia, la única garantía de una decisión acertada, ob-
jetiva e imparcial. 

Estas reflexiones de carácter general cobran en el ámbito lo-
cal una nueva dimensión, y ello porque es aquí donde "el clien-
telismo político", los "amiguismos, nepotismos, y patronazgos 
de vario tipo" alcanzan su máximo grado de expresión. Por 
tanto, debe ser en este nivel donde se deberán extremar al má-
ximo las cautelas para que la introducción de nuevos modelos 
de gestión y de selección del personal no sean campo abonado 
para el desarrollo y la consolidación de las corruptelas a que 
acabamos de hacer mención 8 . 

Así pues, en un momento en el que la demanda de mayores 
cotas de autonomía y autogestión de los entes locales se ha con-
vertido en una especie de Sancia Sanciorum9 , creo necesario que, 

8  De la misma opinión son LLISET BORREL, F. y GRALI AvILA, S. ("La Función 
pública local" en Informe sobre el Gobierno Local, mAPA, Madrid, 1992 pp. 
179 y 180) para quienes existe un daro peligro de politización de la función pú-
blica local. "Así como en la Administración central domina el aspecto buro-
crático, la Administración local es esencialmente democrática. Sin embargo, 
también en esta última se pueden diferenciar claramente las estructura electivo-
representativas de las estructuras burocrático-funcionales. Los elementos polí-
ticos no deberían forzar la utilización de las técnicas funcionariales pero sí mar-
car los fines y objetivos a conseguir. Por su parte, el funcionario no debe colocar 
ideológicamente sus técnicas a beneficio de un grupo social determinado, sino 
que ha de ser fiel a la institución admínistrativa manteniendo su independen-
cia y su neutralidad política. La fidelidad institucional del funcionario, no ha 
de confundirse con la lealtad clientelar. Ha de reconocerse, sin embargo, que, 
en la práctica, cada nuevo equipo de gobierno precisa de unas correas de trans-
misión de sus posicionamientos y decisiones ante las cuestiones esenciales de 
la comunidad local. Ese papel lo cumplen el personal directivo y eventual. Peor 
que una extensión desmedida del personal eventual en nuestros ayuntamien-
tos lo es el remedio de convertir, a través de concursos que amparan seleccio-
nes directas, el grueso del funcionariado local, ya que, en sucesivos cambios de 
gobierno, se reproduce el mecanismo, con el resultado indeseable de incre-
mentar innecesariamente las plantillas. De esta forma, las plantillas, de di-
mensiones por lo general superiores a las necesarias, se "activan" por segmen-
tos según el equipo gobernante. La falta de neutralidad politice reciproca entre 
los representantes elegidos y los funcionario puede ser una causa importante de 
incremento injustificado de los puestos de trabajo, que es necesario atajar". 

9  En este sentido, el pasado 17 de julio de 1998 el Consejo de Ministros ha 
aprobado la propuesta que ha elaborado el Gobierno para favorecer el desarro-
llo del Gobierno Local y que va destinada, fundamentalmente, a reforzar la po-
sición institucional tanto de los Ayuntamientos como de las Diputaciones y de 
los Consejos y Cabildos Insulares. Esta propuesta, formada por un paquete de 
iniciativas legislativas y otras de carácter administrativo, es el fruto del amplio 

R E GA P 

consenso al que han llegado Go-
bierno, fuerzas politices con re-
presentación parlamentaria y la 
Federación Espariola de Munici-
pios y Provincias (FEMP). Entre 
las medidas -que suponen una 
modificación en la articulación 
de 5 Leyes Orgánicas además de 
hacerlo en una Ley Ordinaria a 
través de la cual se modifican tres 
Leyes; la Ley Reguladora de las 
Bases de Régimen Local; Ley so-
bre Tráfico, Circulación de Vehí-
culos a Motor y Seguridad Vial; 
y la Ley de Aguas- se encuentran 
aquellas que refuerzan la posi-
ción institucional tanto de los 
Entes Locales como de los pro-
pios alcaldes; se introduce por 
primera vez en el mundo local 
la cuestión de confianza; se re-
gula la moción de censura al in-
troducir la convocatoria auto-
mática de un Pleno en el que se 
discute la misma; se articula, 
también por primera vez, un ac-
ceso directo de los Entes Locales 
al Tribunal Constitucional; se for-
talecen las funciones de control 
politice del Pleno y los ejecuti-
vos del Alcalde; y se reconoce la 
representación local en organis-
mos de asesoramiento y planifi-
cación del Estado. (Estas pro-
puestas pueden ser examinadas 
en Internet, en la siguiente pági-
na Web http://www.map.es/go-
bierno/  ultnot/e170798.htm). 
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ESTUDIOS desde los ámbitos más desapegados de la contienda política, se 
trate de hacer un esfuerzo por determinar los peligros que pue-
den encerrar soluciones del tenor de las preconizadas en la ac-
tualidad. 

Es en este contexto en el que se inserta el objeto de este ar-
tículo. Con él se pretende constatar cuáles son en la actualidad 
las garantías que contiene el ordenamiento jurídico para evitar 
las posibles desviaciones que podría conllevar, en el plano de 
la selección del personal en el ámbito de la Administración lo-
cal, el establecimiento de un sistema moderno de función pú-
blica. Más concretamente, se trata de determinar si la actual con-
formación de los órganos de selección del personal al servicio 
de la Administración local es lo suficientemente objetiva, im-
parcial y especializada, como para garantizar el que la intro-
ducción de nuevos sistemas de selección no se hará en merma 
de principios constitucionales tales como el de objetividad o im-
parcialidad. 

2. Principios generales que rigen la composición 
de los órganos de selección de los funcionarios 
públicos 

A. Especialidad e imparcialidad 

Existe un acuerdo unánime al señalar que, con carácter ge-
neral, los principios que deben guiar el régimen jurídico de la 
composición de los Tribunales u órganos de selección del per-
sonal al servicio de la Administración Pública son, fundamen-
talmente, dos: imparcialidad y especialidadlo. 

Ambos principios se presentan como una concreción en este 
ámbito de diversos principios generales proclamados por la 
Constitución en su artículo 103. El apartado 1 de este precepto 
establece que "la Administración Pública sirve con objetividad 
los intereses generales", por su parte, el apartado 3 establece 
que la ley que regule el estatuto de los funcionarios públicos 
regulará "las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus 
funciones", así como "el acceso a la función pública de acuerdo 
con los principios de mérito y capacidad". De este modo, el es-
tablecimiento de un estatuto funcionarial que garantice, en todo 
momento, un ejercicio objetivo e imparcial de las funciones pú-
blicas se convierte en un mandato constitucional directo para el 
legislador ordinario, el cual, en la regulación de los diversos as-
pectos que afectan a dicho estatuto, deberá seguir dichos pará- 

lo Vid. entre otros SÁNCHEZ 
MORÓN, M op. cit., p. 125 o PA-
LOMAR OLMEDA, A. Derecho de 
la Función Pública Régimen ju-
rídico de los funcionarios públi-
cos. Dyckinson. Madrid, 1996. 
p. 318. 
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metros. Consecuentemente, también la conformación de los ór-
ganos de selección de los funcionarios deberá ser regulada de 
acuerdo con estos principios. Sólo unos órganos imparciales 
podrán realizar un juicio imparcial y por tanto, una selección ob-
jetiva, en condiciones de igualdad, de aquellas personas más 
aptas, con mayor mérito y capacidad para el ejercicio de las fun-
ciones públicasn. 

Por su parte, el principio de especialidad, se presenta, según 
Alegre Ávila como una traducción del principio de imparciali-
dad en la composición de los órganos de selección, erigiéndose, 
por tanto, en un presupuesto indispensable para valorar ade-
cuadamente el mérito y la capacidad de quienes aspiran a ingresar 
en la función públicau. 

El reconocimiento de ambos principios, especialidad e im-
parcialidad u objetividad, ha encontrado asimismo acogida en 
la más temprana jurispmdencia del Tribunal constitucional. Así 
la STC 87/1983, de 27 de octubre, reconoce en su FJ octavo que 
las normas que regulen las Comisiones de selección de perso-
nal a la administración local deberán garantizar dos extremos: 
1) "la capacidad de sus miembros para que su juicio sea libre, 
sin ceder a consideraciones externas", o lo que es lo mismo, la 
capacidad de sus miembros para que su decisión sea objetiva e 
imparcial, 2) "que su nivel de preparación técnica sea lo suficiente 
para realizar la función seleccionadora", o lo que es lo mismo 
que tengan un nivel de preparación y especialización suficiente 
para garantizar una selección no sólo imparcial sino también 
ajustada a los principios de mérito y capacidad. 

Además, ambos principios son, a su vez, objetivos que vie-
nen determinados no sólo por otros principios constituciona-
les como los de Estado de derecho y eficacia administratival 3 , o, 
como ha señalado Garrido Falla, por la denominada "eficacia in-
diferente de la Administración pública" 14 , sino también, y lo 
que es más importante, por el respeto del derecho fundamen-
tal de los ciudadanos a "acceder en condiciones de igualdad a 
las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen 
las leyes". Así lo ha entendido el propio Tribunal Constitucio-
nal en diversos pronunciamientos, en los que ha puesto en co-
nexión el acceso a las funciones públicas de acuerdo con los 
principios de mérito y capacidad y con el principio de especia-
lidad e imparcialidad de los Tribunales. En la STC 174/1996, de 
11 de noviembre (FJ 2) se establece que, 

"El derecho fundamental ex artículo 23.2 CE, puesto en rela-
ción sistemática con el inciso segundo de su artículo 103.3... im-
pone la necesidad de que el acceso a las funciones y cargos pú- 

REGAPIE 

11  La vinculación de la "obje-
tividad" en el ejercicio de las fun-
ciones públicas al mérito, como 
principio que debe guiar la se-
lección de los servidores públi-
cos, no es un problema aislado 
que afecte singularmente a nues-
tro Estado. (Por el contrario,) En 
el conocido "INFORME NOLAN" 
(Normas de conducta para la vi-
da pública (Informe Nolán), Do-
cumentos INAP, Madrid, 1996) 
se establece como uno de los sie-
te principios que deben guiar la 
vida pública el de objetividad, 
concretado sobre la siguiente pre-
misa: "Al resolver sobre asuntos 
públicos, incluidos los nombra-
mientos públicos, la contrataaión 
pública, o la recomendación de 
individuos para recompensas y 
beneficios, los que ocupan car-
gos públicos, deberían elegir por 
razones de mérito". Cit. por GÓ-
MEZ PUENTE, M. Ciberrevista de 
Derecho Administrativo, n° 2, 
abril-junio 1997. 

12  Vid. ALEGRE AVILA, M. "Ob-
jetividad e imparcialidad de la 
Administración. El principio de 
especialidad en la composición 
de los órganos de selección", 
RVAP, n° 34, 1992 p. 14. 

13  SÁNCHEZ MORÓN, M. op. 
cit., p. 24. 

GARRIDO FALLA, F. Comen-
tarios a la Constitución, 2 a ed. 
Civitas, Madrid, 1985, pp. 1425- 
1426. 
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15  La conexión entre ambos 
principios y el derecho del artí-
culo 23.2 permitiría recurrir la 
composición de un Tribunal que 
no reuniera las condiciones ade-
cuadas, a través de las diferentes 
vías reacciónales que amparan 
al ciudadano ante una eventual 
vulneración de cualquiera de los 
aspectos o vertientes de dicho 
derecho. Así, según PULIDO QUE-
CEDO, M. El acceso a los cargos 
y funciones públicas. Un estu-
dio del artículo 23.2 de la Cons-
titución. Civitas, Madrid, 1992 
(pp. 429 y 430) tanto a través de 
la vía ordinaria (LICA), como la 
especial contemplada en la Ley 
62/1978, de 26 de diciembre de 
protección jurisdiccional de los 
derechos fundamentales, o fi-
nalmente, a través de la espita 
siempre abierta del recurso de 
amparo, va a poder darse pro-
tección al ciudadano frente a las 
eventuales limitaciones de dicho 
derecho. 

16  Cf. SÁNCHEZ MORÁN, M. 
op. cit., p. 133. 

blicos se haga de acuerdo con los principios de mérito y capa-
cidad (SSTC 75/1983, 148/1986, 193/1987, 206/1988, 67/1989, 
215/1991 y 353/1993). En íntima conexión con esta configu-
ración de tal derecho fundamental, hemos afirmado que el dis-
cernimiento de esa idoneidad de los aspirantes a una plaza en 
la función que ha de corresponder exclusivamente a órganos ca-
lificadores compuestos por personas dotadas de la debida pre-
paración científica y técnica en la materia propia de cada fun-
ción o cargo. Por ello, no es correcto que, desde esa perspectiva 
constitucional, órganos sin tal cualificación puedan revisar la 
valoración realizada por aquellos que sí lo son, incidiendo en 
los aspectos materiales de los procedimientos selectivos y en-
trando a ponderar la capacidad y los méritos de los concursantes 
o de los opositores. Si así /o hicieran, si sustituyeran la evalua-
ción técnica del órgano especializado, quebrantarían el artículo 
23.2 CE por desconocimiento de los principios constituciona-
les que le sirven de soporte (STC 215/1991)". 

Del mismo modo la STC 73/1998, de 31 de marzo estable-
ció, refiriéndose a la igualdad en el acceso a los cargos y fun-
ciones públicas del artículo 23.2, que 

"Esta igualdad que la ley ha de garantizar en el acceso a las fun-
ciones públicas tiene, por otra parte, un contenido material que 
se traduce en determinados condicionamientos del proceso se-
lectivo (así la existencia de un órgano de evaluación técnica-
mente capacitado SSTC 215/1991 y 174/1996)... 

En definitiva, la existencia de un órgano evaluador técnica-
mente capacitado e imparcial no es más que el contenido ma-
terial, la concreción del derecho fundamental consagrado por el 
artículo 23.2 CE, por lo que su transgresión supondrían, a su 
vez, la transgresión del derecho mencionado, con las conse-
cuencias jurídicas que ello tiene 1-5 . 

Así pues, partiendo de que ambos principios, especialidad e 
imparcialidad, no son más que el trasunto de otros principios 
de rango constitucional, es evidente que las diversas normas in-
cidentes sobre la materia han de desarrollarse en el más escm-
puloso respeto a ambos. De otro modo, el incumplimiento de 
dichas prescripciones abrirá las puertas a los ciudadanos para cues-
tionar las decisiones de estos Tribunales hasta en las más altas 
instancias. 

b. Publicidad 

Junto a estos principios, de carácter material, podría aña-
dirse otro de carácter general y naturaleza formal: el principio 
de publicidad. 

Con carácter general se viene serialando al principio de pu- 



blicidad como uno de los principios que ha de presidir el de-
sarrollo de todo el proceso selectivo y singularmente del acto 
por el que se inicia el mismo: la convocatoria". Así lo expresa, 
con carácter básico, la LMRFP que establece que "las Adminis-
traciones públicas seleccionan su personal... mediante convo-
catoria pública"; así lo ha reconocido también el Tribunal Cons-
titucional para quién "la publicidad es un elemento indispensable 
de exteriorización de la convocatoria" (sTC 87/1983, de 27 de 
octubre, fj. 8); y así lo prevé el Anteproyecto de reforma del Es-
tatuto Básico de la función pública, que en su artículo 15.3 es-
tablece que "en todo caso (en los procesos selectivos) se garan-
tizará la efectividad de los principios constitucionales de igualdad, 
mérito y capacidad, así como el de publicidad. 

Este principio viene determinado, además de por la necesi-
dad de provocar la concurrencia y facilitar la divulgación de las 
pruebas, por la necesidad de garantizar el derecho de acceso en 
condiciones de igualdad de todos los aspirantes. Sólo cono-
áendo con carácter previo las bases y programas que han de re-
gir un proceso selectivo se podrá garantizar que los participan-
tes en el mismo se encuentren en condiciones de igualdad a la 
hora de afrontarlo. 

Teniendo en cuenta la posición central que ocupan los ór-
ganos de selección dentro de los procesos selectivos parece ne-
cesario que los posibles participantes en el proceso puedan y ten-
gan el derecho a conocer, antes de iniciarse el mismo, quiénes 
van a ser los sujetos encargados de dilucidar su aptitud para ac-
ceder a la función pública. De otro modo, el no garantizar la 
publicidad de la composición del órgano de selección sería tanto 
como colocar a los aspirantes en una cierta indefensión ante la 
actuación de los mismos. Y ello es así porque el único instru-
mento, desde un punto de vista organizativo, de que disponen 
los interesados para controlar la neutralidad e imparcialidad de 
los órganos administrativos es la recusación de sus miembros 
a través del procedimiento establecido en el artículo 29 LPAC, 

cuando alguno de ellos incurra en las causas de abstención pre-
vistas en el artículo 28 de la LPAC 17 . En este sentido, González 
Navarro no ha dudado en definir la recusación como el dere-
cho que tiene el interesado en un procedimiento a obtener la 
no intervención en el mismo del funcionario que, estando in-
curso en alguna de las causas legales de abstención, incumpla 
su deber de abstenerse". 

Pues bien, partiendo de la naturaleza de órganos adminis-
trativos colegiados de los órganos de selección de los funcio-
narios públicos y por tanto, siendo de aplicación plena las dis- 

R E GA P 

17  En este sentido ORTEGA ÁL-
VAREZ, L. ("Órganos de las Ad-
ministraciones públicas", en La 
nueva Ley de Régimen Jurídico 
de las Administraciones públicas 
y del Procedimiento Adminis-
trativo Común (dir. por LEGUI-
NA VILLA y sÁNCHEZ MORÓN) 
Tecnos, Madrid, 1993) ha seña-
lado que "con la abstención y re-
cusación nos encontramos ante 
elementos del procedimiento ad-
ministrativo común con los que 
se pretende, según se expresa en 
la Exposición de Motivos, dar 
cumplimiento al mandato cons-
titucional dirigido a las Admi-
nistraciones públicas para que 
sirvan con objetividad los inte-
reses generales (art. 103.1 CE), 
del que es complemento el prin-
cipio de neutralidad de sus agen-
tes, el cual también se expresa en 
términos constitucionales (art. 
103.3 CE) mediante el estableci-
miento de la reserva de Ley para 
el establecimiento de las garan-
tías y para la imparcialidad del 
empleado público en el ejercicio 
de sus funciones".(p. 83) 

GONZÁLEZ PÉREZ y GONZÁ-
LEZ NAVARRO, Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, 1993, p. 321. 
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ESTUDIOS posiciones de la LPAC 19, la única opción para que esta posibili-
dad abierta a los interesados sea verdaderamente factible es ga-
rantizando el conocimiento público de estos órganos de selec-
ción con carácter previo a la celebración de las pruebas 20 . Nada 
mejor para ello que dicha publicidad se instrumente a través de 
la propia convocatoria del proceso selectivo, que constituye la 
verdadera Ley del mismo, y que, en cuanto tal, es el único acto 
que, por tener carácter previo a la realización de las pruebas, 
obliga tanto a la Administración convocante, como al Tribunal 
examinador, como a quienes toman parte en el procedimiento 
de selección21 . 

A esta misma conclusión parece haber llegado, de forma im-
plícita, el Anteproyecto de Estatuto Básico de la Función Pública, el 
cual en su artículo 16.2 establece que la posibilidad de que ac-
túen asesores expertos del órgano encargado de la selección de-
berá figurar expresamente en la convocatoria. Por tanto, si la 
posible presencia de asesores de figurar en la convocatoria, con 
más razón deberá figurar el órgano asesorado, responsable en 
última instancia de la selección. 

C. Impronta local 

Por último, y en la medida en que en este artículo nos vamos 
a centrar en el análisis del régimen jurídico de las Comisiones 
de selección de funcionarios al servicio de la Administración lo-
cal, deben de tenerse en cuenta también las posibles singulari-
dades que, en el plano de los principios generales, pueden tener 
aquéllas. Lo cierto es que el respeto al principio bien conocido 
de autonomía local va a manifestarse también en el ámbito de 
la gestión de sus recursos humanos por la entidad local corres-
pondiente. Concretada la autonomía de las entidades locales 
en torno a tres ideas centrales: organización propia y distinta, ám- 

20  Cabría la posibilidad de entender que la publicación del Tribunal se rea-
lizase en un momento posterior a la convocatoria, pues tal y como establece el 
artículo 29.1 de la LPAC la recusación podrá promoverse "en cualquier momento 
de la tramitación del procedimiento". Sin embargo, esta posibilidad, en el caso 
de los procesos selectivos no parece factible, pues, de acuerdo con el desarrollo 
de los mismos, una vez publicada la convocatoria, es el propio Tribunal o Co-
misión el órgano encargado de desarrollar todas las actuaciones hasta la con-
clusión del mismo, por lo que si no se publicase en ese mismo momento, di-
fícilmente podrían ser fiscalizadas por los interesados las actuaciones de un 
órgano del que se desconoce su composición. 

21  Así lo ha expresado de forma reiterada el Tribunal Supremo en diversas sen-
tencias, como por ejemplo la STS de 20 de marzo de 1995, en la que en su F.J. 
3° se afirma que "las bases del concurso-oposición constituyen la Ley de la mis-
ma, obligando tanto a la Administración convocante y Tribunal examinador de-
signado, como a quienes luego de publicadas aquéllas toman parte en el proce-
dimiento de selección y se aquietan a las mismas...". 

19  Que los Tribunales y Co-
misiones de Selección del per-
sonal al servicio de la Adminis-
tración Pública son órganos 
administrativos colegiados es 
una cuestión que no permite dis-
cusión. Así lo ha entendido im-
plícitamente la LPAC cuando al 
tratar del recurso ordinario en su 
artículo 114 ha establecido que 
a los efectos de recurso dichos 
tribunales tienen la naturaleza 
de órgano administrativo de-
pendiente de la Autoridad que 
haya nombrado al Presidente de 
los mismos". Más claros son los 
pronunciamientos del Antepro-
yecto de Estatuto Básico de la 
Función Pública, el cual en su ar-
tículo 16.2 establece expresa-
mente que a estos órganos "les 
será de aplicación lo dispuesto 
en la normativa vigente sobre ór-
ganos colegiados y sobre abs-
tención y recusación". 
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bito competencial de tareas públicas y libre capacidad de deci-
sión22, no cabe duda de que el reconocimiento de un cierto 
margen de maniobra en la gestión y selección de su personal 
no es más que un mero presupuesto del reconocimiento de una 
organización propia y distinta, definida con cierto grado de  li-
bertad por parte de las entidades locales. Estos principios van a 
ser concretados a través del reconocimiento a las entidades lo-
cales, en cuanto poderes públicos, de potestades públicas su-
periores tales como la reglamentaria o la de autoorganización23 . 
Podría, por tanto, llegar a hablarse de la naturaleza local, en 
cuanto concreción del principio de autonomía local, como uno 
más de los principios que deben regir la constitución y com-
posición de este tipo de órganos de selección. 

Así parece haberlo entendido el propio Tribunal Constitucional 
para quien junto a la imparcialidad y especialidad, tal y como 
acabamos de ver, "la adecuada presencia local" en los órganos de 
selección ha de ser uno de los principios que debe garantizar el 
régimen jurídico de los tribunales y comisiones de selección del 
personal al servicio de las corporaciones locales 24 . Ahora bien, 
garantizar la adecuada presencia local en los órganos de selec-
ción, es un principio que puede ser satisfecho por una doble 
vía: o bien, garantizando la presencia en el órgano de selección 
de representantes de la Corporación afectada, o bien garanti-
zando que la designación de los miembros que hayan de inte-
grar el órgano de selección la decisión corresponderá a la Cor-
poración afectada. Ambas posibilidades van a garantizar esa 
adecuada presencia local y, por tanto, van a ser garantía de cum-
plimiento del principio de autonomía local en este ámbito, si 
bien, en la primera, su cumplimiento puede resultar imposible 
o muy difícil dadas las reducidas dimensiones de la mayoría de 
nuestras Corporaciones locales. 

Ahora bien, conviene dejar sentado desde este momento que 
el respeto de la autonomía local y por tanto el cumplimiento del 
principio de garantizar la adecuada presencia local en los órga-
nos de selección, no pueden ni deben ser argumento para sos-
layar o mermar la efectividad del cumplimiento de los principios 
que acabamos de mencionar. Se trata, en mi opinión, de prin-
cipios perfectamente compatibles y que pueden coexistir en per-
fecta armonía a la hora de determinar cual haya de ser la con-
formación de los órganos a que nos estamos refiriendo. 

REGAP 

22  FANLO LORAS, A. Funda-
mentos constitucionales de la au-
tonomía local. CEC, Madrid, 
1990, p. 257. 

23  En efecto el art. 4 LBRL es-
tablece que "En su calidad de Ad-
ministraciones públicas de ca-
rácter territorial, y dentro de la 
esfera de sus competencias, co-
rresponden en todo caso a los 
Municipios, las Provincias y las 
Islas: a) Las potestades regla-
mentaria y de autoorganización". 
En cuanto a las demás entidades 
locales (comarcas, mancomuni-
dades, entidades metropolitanas 
o entidades de ámbito territorial 
inferior al municipio), el mismo 
artículo 4 en su apartado 2 re-
mite a las leyes de las Comuni-
dades Autónomas la concreción 
de si estas potestades les serán de 
aplicación o no. 

24  STC 87/1983, de 27 de oc-
tubre FJ 8. 
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STUDIOS 3. Normativa aplicable 

A. En general 

Si hay alguna materia que está reclamando a voces un texto 
refundido esta es la de la función pública25 . La dispersión y pro-
fusión normativa existente en este ámbito alcanza un grado de 
desarrollo inusitado, siendo en el ámbito local, quizás, donde 
la concreción de las normas aplicables en cada caso resulta más 
compleja, y ello porque, junto al alto grado de desarrollo nor-
mativo alcanzado en esta materia deben unirse consideracio-
nes de naturaleza competencial que hacen más confuso, si cabe, 
el proceso de delimitación normativa. 

En efecto, la determinación del régimen jurídico del perso-
nal al servicio de las entidades locales es una cuestión que in-
cide, competencialmente hablando, en dos títulos: el "régimen 
local" y la "función pública". De acuerdo con el artículo 149.1.18 
va a corresponder al Estado la determinación de "las bases del 
régimen jurídico de las Administraciones públicas" así como 
"del régimen estatutario de sus funcionarios", correspondiendo 
a las Comunidades Autónomas, que hayan asumido tales com-
petencias, que de hecho, y en mayor o menor medida, han sido 
todas, el desarrollo normativo de ambas26 . 

25  Cfr. SOSA WAGNER, F. Manual de Derecho Local. Tecnos, 3 a  ed. Madrid, 
1996 o LASAGABASTER HERRARTE) I. "El recurso al Derecho Privado en los sis-
temas de personal de las administraciones autonómicas y de las corporaciones 
locales". Documentación Administrativa, n° 243, 1995, p. 200 

26  En el mismo sentido vid. MAURI MAJOS, J. "Función Pública local", en 
FONT i LLOVET, T. Anuario de Derecho local, M. Pons, Madrid, 1995, p. 266 o 
LASAGABASTER HERRARTE, 1., "El recurso..." p. 201. Para este último "el empleo 
público local puede entenderse comprendido en la materia régimen local, 
empleo público o empleo público local. Los Estatutos de Autonomía no han 
incluido en sus listados competenciales la materia empleo público local y la 
regulación autonómica puede estar contenida en la norma reguladora del ré-
gimen local o en la reguladora del empleo público autonómico. Estas dife-
rentes opciones del legislador autonómico se entiende que no ponen en cues-
tión la competencia autonómica en el silencio de los Estatutos. Dicho con 
otras palabras, la competencia autonómica en materia de empleo público lo-
cal no precisa de un expreso reconocimiento competencial. El empleo público 
local no puede concebirse como una materia propia, diferenciada, ya que esta 
opción interpretativa llevaría a la existencia de un gran número de materias, y 
a la descomposición de ámbitos materiales configurados por una práctica le-
gislativa y administrativa constante. De acuerdo con esta última y atendiendo 
a las propias opciones desarrolladas por el legislador estatal, hay que pronun-
ciarse por la inclusión del empleo público local dentro de las competencias en 
materia de régimen local. Esta interpretación no impide que el legislador au-
tonómico regule el empleo público en la normativa relativa al empleo público 
autonómico, ya que lo que se discute en todo caso no es la opción de técnica 
legislativa del legislador autonómico, quien puede optar por incluir una regu-
lación en un título u otro, sino la competencia autonómica en esa concreta 
materia...". 
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Pues bien, siguiendo el marco general enunciado por el ar-
tículo 149.1.18 de la Constitución española, el régimen jurí-
dico de los funcionarios locales vendrá determinado por un 
complejo normativo que va a responder al siguiente esquema, 

A.1. Normas básicas 
Como acabo de decir es al Estado a quien corresponde el 

dictado de las normas básicas sobre esta materia. Estas normas, 
sin embargo, no van a concretarse en una única disposición sino 
en un complejo de normas sistematizables del siguiente modo: 

Por un lado, están las previsiones que la LBRL contiene en 
su Título VII (arts. 89 a 104) y que tienen, todas ellas, naturaleza 
básica. Por lo que a nosotros interesa en este momento, es ne-
cesario destacar que la Ley parte a la hora de abordar la regula-
ción básica de esta materia, de la clásica distinción entre fun-
cionarios con habilitación de carácter nacional y el resto de 
funcionarios de las entidades locales 27 . 

(i) A los funcionarios con habilitación de carácter nacional 
la Ley les dedica el Capítulo III del Título iv. A estos funciona-
rios (el secretario, el interventor y el tesorero) se les reserva en 
exclusiva el ejercicio de determinadas funciones claves para el 
funcionamiento de las Entidades locales como son las de Se-
cretaría, comprensiva de la fe pública y el asesoramiento legal 
preceptivo, y las de control y la fiscalización interna de la ges-
tión económico-financiera y presupuestaria y la contabilidad, 
tesorería y recaudación (art. 92.3 LBRL). Con esta previsión la 
LBRL se va a decantar por la opción, apuntada ya por el propio 
TC en su Sentencia 25/1983, de 7 de abril, de considerar como 
básica "la existencia de los Cuerpos de funcionarios citados (re-
firiéndose a lo que hoy son escalas de funcionarios con habili-
tación de carácter nacional) como Cuerpos de carácter na-
cional". De este modo, al haber elevado al rango de básica la 
existencia de determinadas escalas de funcionarios, se va a con-
dicionar la naturaleza de las normas que regulan, en lo sustan-
cial, su régimen jurídico, lo que, en última instancia, revertirá 
en una "estatalización" de su régimen jurídico en detrimento de 
las competencias propias de las entidades locales y los entes au-
tonómicos. 

Esta opción, asumida efectivamente por el legislador, va a 
ser refrendada por el propio TC, quien en la conocida Sentencia 
214/1989, de 21 de diciembre sobre la LBRL entendió que, 

"no hay lugar sino a reconocer como válida y ajustada ple-
namente a la Constitución la decisión del legislador estatal que, 
al amparo del artículo 149.1.18 de la norma fundamental, ha 

REGAP 

27  Sobre el origen de esta dis-
tinción vid. AGIRREZKUENAGA, I. 
Origen de los funcionarios de ha-
bilitación estatal: los cuerpos na-
cionales. IVAP, Bilbao, 1996. 
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ESTUDIOS 

28  La calificación como "pro-
pios" para aludir a los funcio-
narios de las entidades locales 
que carecen de la habilitación de 
carácter nacional, tiene una ex-
plicación en dave histórica, pues 
así era como se denominaba a 
estos funcionarios antes de la 
LBRL. Como señala CARRASCO 
CANALS, C. ("Los funcionarios 
propios y otros empleados lo-
cales" en Tratado de Derecho 
Municipal, vol. II) "El concepto 
de funcionario propio también 
es otro concepto tradicional en 
el sentido de exclusividad, es 
decir, que pertenece de forma 
permanente a una Corporación 
local, pero que sometidos a un 
régimen especifico dependen de 
una Entidad local y de por vida 
se encuentran afectados a ella sin 
posibilidad de traslado, puesto 
que se ha definido su statuts 
con la particularidad de una re-
lación de servicios, que les vin-
cula con una organización pro-
fesionalmente, pero que es de 
una Corporación que tiene "su 
plantilla" que es propia y por 
ende el personal está implicado 
exclusivamente con ella.". Esta 
acepción se encuentra hoy su-
perada por las actuales normas, 
de ahí que el mismo autor ha-
ble de estos funcionarios como 
los "denominados propios, im-
propiamente, por paradoja" (p. 
2129). 

29  Desde la temprana STC de 
28 de enero de 1982 se havenido 
admitiendo que "lo básico" no 
se acota, necesariamente, en la 
ley, pudiendo también el Regla-
mento, en la necesaria colabo-
ración que presta a la ley, com-
pletar e integrar dicho concepto 
(E 1). Del mismo modo se ha ex-
presado la STC 179/1992, en la 
que se ha serialado que siendo el 
legislador o la Ley votada en 
Cortes el instrumento normal 

fijado como básicas -y, por tanto, necesarias en todas las Cor-
poraciones Locales- determinadas funciones que, por su propia 
naturaleza quedan reservadas a determinados funcionarios con 
un específico grado de formación. Ese carácter básico, al servi-
cio de garantizar de manera generalizada en todas las Admi-
nistraciones Locales el correcto desempeño y desenvolvimiento 
de cierto elenco de funciones que, por su trascendencia misma, 
rebasan el estricto interés local y, más aún, autonómico, justi-
fica, asimismo, que el Estado asuma, con plenitud de faculta-
des, la fijación de los correspondientes programas de selección 
y formación de los funcionarios habilitados". 

(ii) Junto a los funcionarios que acabamos de mencionar, 
están los "restantes funcionarios" de las Corporaciones locales. 
A estos funcionarios, más conocidos como funcionarios pro-
pios de las entidades locales 28 , la Ley les dedica el Capítulo iv 
de su Título VII (arts. 100 a 102), en el cual se hace una sucinta 
referencia (sobre todo comparada con las referencias contenidas 
en la misma sobre los funcionarios con habilitación de carácter 
nacional) a la selección y a las reglas sobre provisión de pues-
tos de estos funcionarios. 

Por otro lado, están las previsiones que, con el carácter de 
básicas, contienen la LMRFP y el resto de leyes básicas que el Es-
tado pueda dictar al amparo del artículo 149.1.18. 

Por último, están las normas que, con el mismo carácter, 
esto es naturaleza básica, pueda haber dictado el Estado en de-
sarrollo de las anteriores normas, y entre las que se encuentran 
gran parte del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril 
por el que se apmeba el Texto refundido de las disposiciones 
legales vigentes en materia de régimen local 29  o el Real Decreto 

para la determinación de las normas básicas, también el Gobierno de la Na-
ción puede hacer uso de su potestad reglamentaria para regular por Decreto al-
guno de los aspectos básicos de una materia o, con mayor razón, a través de un 
Decreto Legislativo cuando se trate de una materia sobre la que el Estado tienen 
competencia para aprobar las normas básicas (FJ 2). Esta naturaleza básica se 
ha venido atribuyendo a algunas de las disposiciones contenidas en el Título VII 
del RD Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Re-
fundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local, al es-
tablecer la Disposición final séptima, apartado 1,b) del mismos que en las ma-
terias reguladas por los títulos VI y VII se inferirá el carácter básicos de sus 
preceptos conforme a su naturaleza o según disponga la legislación estatal vi-
gente en aquéllas". Sin embargo, la STC 385/1993, de 23 de diciembre ha de-
clarado inconstitucional el inciso "conforme a su naturaleza o" de esta Dispo-
sición, por ser incompatible con los requisitos que se exigen para considerar 
básica una norma, ya que difiere la determinación de lo básico a una actividad 
hermenéutica que es incompatible con el principio de seguridad jurídica (F.j. 6)". 
De este modo se ha entendido que sólo tendrán naturaleza básica, además de 
los preceptos expresamente enunciados por el apartado 1,a) de la disposición 
final séptima, aquellos que según disponga la legislación estatal vigente deban 
de tenerla. 
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REGAPE 1174/1987, de 18 de septiembre, sobre régimen jurídico de los 
funcionarios de Administración local con habilitación de ca-
rácter nacional. 

En cuanto a la prelación jerárquica, y para el supuesto de 
que surgiese un conflicto entre las normas básicas de régimen 
local y las normas básicas de función pública, el artículo 92.1 
de la LBRL da preferencia a sus preceptos respecto a los genera-
les de la LMRFP30, al establecer que 

"Los funcionarios al servicio de la Administración local se ri-
gen, en lo no dispuesto por esta ley, por la legislación del Estado 
y de las Comunidades Autónomas en los términos del artículo 
149.1.18 de la Constitución". 

A.2. Normas de desarrollo 
A.2.1. Normas autonómicas 
Siguiendo el esquema apuntado por la CE de 1978, serán las 

Comunidades Autónomas las encargadas de desarrollar, en se-
gunda instancia, el régimen jurídico de los funcionarios locales. 

Del mismo modo que el Estado podía incidir en esta mate-
ria a través de diversos títulos competenciales y, por tanto, a tra-
vés de diferentes disposiciones normativas, las Comunidades 
Autónomas podrán desarrollar su competencia normativa a tra-
vés de la legislación que dicten en materia de régimen local, pri-
mero, y la legislación autonómica sobre función pública en se-
gunda instancia31 . En el caso gallego, se sigue fielmente esta 
prelación de fuentes, siendo la Ley 5/1997, de 22 de julio, de Ad-
ministración local de Galicia (LALG) la encargada de regular di-
rectamente el régimen jurídico de los funcionarios locales 32, 

3° CARRASCO CANALS, C. ("Los funcionarios propios y otros empleados locales" 
en Tratado de Derecho Municipal, vol. II..., p. 2130) explica la causa de esta 
prelación en los siguientes términos "No es intención ahora de discutir la lógica 
subsidiariedad de la Ley de Medidas, en virtud del carácter de ley general frente 
a una ley especial de régimen local, que además ambas normas se hacen en vir-
tud del mismo imperativo constitucional, el art. 149.1.18, si bien el cumpli-
miento de la ley local es más acorde con el mandato de la Constitución, pues 
se perfecciona in totum frente a la Ley de Medidas, que primero se concibió ur-
gente; luego básica, sensiblemente en un 60 por 100 de su contenido; después 
provisional, declarado en su propia explicación de preámbulo, y, por último, la 
urgente gestación, pues así fue concebida inicialmente, como se ha dicho reite-
radamente". 

31  LLISET BORRELL E y GRAU AVILA, S. op. cit., p. 178. 
32  La ley mencionada dedica los artículo 238 a 241 a la regulación de los fun-

cionarios locales con habilitación de carácter nacional, limitándose en ellos a 
concretar el grado de atención que se debe de prestar en esos procedimientos 
de selección y de provisión de puestos al conocimiento de las especificidades 
de la organización territorial, normativa autonómica y lengua gallega. A los de-
más funcionarios de carrera la ley les presta más atención (artículos 242 a 248), 
si bien se va a limitar a reproducir la mayoría de las previsiones establecidas 

con carácter de básicas por el Es-
tado e introduciendo algunas 
novedades, aunque pocas, como, 
por ejemplo, la previsión de una 
nueva escala de gestión (Grupo 
B) dentro de la escala de admi-
nistración general, lo que hasta 
ahora era una verdadera caren-
cia de la normativa estatal. 
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33  Esta ley fue modificada sus-
tancialmente por las Leyes de 8 
de marzo de 1991, de 24 de ju-
lio de 1992, 14 de abril de 1993, 
30 de mayo de 1994 y 10 de abril 
de 1995. 

34  En este ámbito cabe desta-
car el Decreto de 30 de julio de 
1990 de la Generalitat (modifi-
cado por el Decreto de 7 de ene-
ro de 1991) por el que se apro-
bó el Reglamento de personal al 
servicio de las entidades locales 
catalanas, y que contiene una sis-
temática reglamentación de esta 
materia. 

35  En efecto el 20 de marzo de 
1991 la Administración gallega 
dictó un conjunto de Decretos 
(Reglamentos de selección del 
personal, provisión de puestos 
de trabajo, promoción profesio-
nal y promoción interna, situa-
ciones administrativas y de régi-
men disciplinario) en los que se 
desarrollaban las previsiones ini-
ciales de la LFPG aprobada en el 
año 1988. Sin embargo, estos 
Decretos no fueron adaptados a 
las sucesivas modificaciones que 
sufrió la Ley en los años 91 a 95, 
por lo que gran parte de sus pre-
visiones pueden entenderse de-
rogadas. 

36  Vid. en este sentido, PARE-
J0 ALFONSO, L. Garantía institu-
cional y autonomías locales... op. 
cit., p. 154. 

37  Vid. ARRONIZ, A. "La orga-
nización comarcal" Autonomí-
es, n° 21, 1996, p. 148 

38  FERNÁNDEZ FARRERES, G. 
"La potestad local de autoorga-
nización: contenido y limites", 
en Tratado de Derecho Munici-
pal, vol. I, Civitas, Madrid, 1988, 
p. 738. 

39  Vid. SÁNCHEZ GOYANES, E. 
"La potestad normativa del mu-
nicipio respecto al régimen de su 
organización y personal", REALA, 
n° 273, p. 151.  

mientras que la Ley 4/1 988, de 26 de mayo de la Función Pú-
blica de Galicia (LFPG), sólo será aplicable en aquellas cuestio-
nes que no regule la primera33 . 

Junto a estas normas con rango de ley se encuentran las nor-
mas reglamentarias que éstas puedan haber dictado como com-
plemento y desarrollo de las primeras. Hasta el momento son 
muy pocos, por no decir inexistentes, los supuestos en los que 
las CCAA han desarrollado su potestad reglamentaria respecto de 
los funcionarios locales34 . Así, en Galicia las normas reglamen-
tarias dictadas hasta el momento tienen un carácter general, de-
sarrollan la LFPG y, en esa medida, no contemplan la específica 
situación de los funcionarios locales. Además la mayor parte de 
estas han sido derogadas implícitamente por las sucesivas mo-
dificaciones sufridas por la LFPG, por lo que difícilmente van a 
aportar solución alguna a los problemas que se plantean en este 
artículo35 . 

A.2.2. Normas locales 
El poder normativo autonómico tiene un claro límite en el 

respeto al derecho de las propias entidades locales de autoor-
ganizar y autoordenar su propia estructura personal. Así, la des-
cripción del marco normativo de la función pública local no se 
agota con la relación de normas que acabamos de mencionar, 
sino que también deben de tenerse en cuenta las normas orga-
nizativas propias de cada entidad local. 

No cabe duda que el poder más íntimo y vinculado al re-
conocimiento de la autonomía local a una entidad local es el 
reconocimiento de su potestad de autoorganización 36 . Autoor-
ganizarse comporta el dominio del propio espacio administra-
tivo, en el sentido de poderlo ordenar, estructurar y adaptar a 
las circunstancias geográficas, sociológicas y culturales del ente 
local37 . Este dominio se concreta, a su vez, tal y como ha des-
tacado Fernández Farreres, "no sólo en la determinación de la 
estructura organizativa al servicio de los fines propios y espe-
cíficos del Ente, sino también en la fijación misma de los crite-
rios y reglas ordenadoras de su funcionamiento, de manera que 
"libertad de organización" y "libertad de funcionamiento" cons-
tituyen las dos manifestaciones en que substancialmente se 
resume la capacidad de autoorganizarse38 . De este modo, las 
fuentes autónomas del Derecho local afluyen, en primer lugar, 
desde el campo de la organización interior de la respectiva Cor-
poración39 . 

Así pues, y con carácter general, el diseño organizativo que 
establezcan las instancias superiores no puede tener un carác- 
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REGAPE ter agotador; de otro modo, nos situaríamos ante una paradó-
jica contradicción, pues, por una parte, se reconocería a las en-
tidades locales potestad para autoorganizarse y, por otra, se cer-
cenaría dicha posibilidad regulando agotadoramente la forma 
de integración de los órganos de gobiemo y el régimen jurídico 
del personal propio de los entes 40 . Así lo ha entendido el pro-
pio legislador estatal quien, en un primer momento, ha llegado 
a colocar en el orden de prelación de fuentes del ordenamiento 
jurídico local los reglamentos orgánicos de los entes locales por 
encima de las propias leyes autonómicas (art. 5 LBRL). Esta po-
sibilidad fue declarada inconstitucional por la STC 214/1989, al 
haber dado el legislador estatal primacía a un reglamento or-
gánica frente a las leyes autonómicas. Con todo, el alto tribu-
nal no acertó a serialar cuál es el concreto margen de maniobra 
que en desarrollo de su potestad de autoorganización va a que-
dar a las entidades locales, lo que va a traducirse, en la práctica, 
en una reducción de su ámbito de actuación. 

Dentro del concepto de organización interior, como ámbito 
propio del desarrollo de la potestad autoorganizatoria, cabe dis-
tinguir, siguiendo a Sánchez Goyanes, los siguientes campos o 
parcelas: organización interna en sentido estricto, organización 
corporativa y todo lo relativo a los medios personales a través 
de los cuales la Corporación va a ejercer sus competencias 41 . 

No ha sido en el campo del personal donde el desarrollo de 
las facultades de ordenación de la entidad local ha corrido me-
jor suerte. Las limitaciones que, de forma implícita, imponen 
un desarrollo abusivo de la potestad básica estatal y de desa-
rrollo autonómico, el respeto íntegro de los derechos indivi-
duales de los trabajadores configurados legalmente tanto por el 
Estado como por las Comunidades Autónomas y la imposibi-
lidad de establecer la reglamentación de este tema por la v'a 
convencional han sido un freno insalvable para el pleno desa-
rrollo de esta potestad. En consecuencia, puede afirmarse que hoy 
no existe una verdadera libertad de disposición normativa que 
dé sentido a la elaboración por las Corporaciones Locales de 
sus propios Reglamentos de Personal42 . Reafirmando esta con-
clusión Lliset Borrell y Grau Ávila, han afirmado que 

"Los reglamentos locales sobre la función pública ocupan, no 
sólo el último escalón normativo, sino que encuentran extra-
ordinariamente menguado su contenido. Podría decirse que lo 
que el poder reglamentario local pierde en singularidades locales 
sobre la función pública lo gana en materia organizativa, ma-
nifestación sobresaliente de la autonomía local y condicionante 
en la práctica de no pocos aspectos funcionariales" 43 . 

40 Vid. FERNÁNDEZ FARRERES, 
G. "La potestad local de autoor-
ganización..." p. 745, BAYONA I 
ROCAMORA, A. "La organización 
territorial de Cataluña.." p. 13 o 
ARRONIZ, A. "La organización co-
marcal"... p. 149. 

41  SÁNCHEZ GOYANES, E. "La 
potestad..." op. cit., p. 151. 

42  Ibidem pp. 182 a 184. 
43  LLISET BORRELL, F. y GRAU 

AVILA, S. op. cit., p. 178. 
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44  Como ha destacado MAR-
TÍN REBOLLO, L. (Leyes adminis-
trativas, Aranzadi, 1997, pp. 125 
a 127), la cláusula de supleto-
riedad del Derecho estatal ha da-
do lugar a una doctrina del Tri-
bunal Constitucional que ha ido 
evolucionando desde posiciones 
en las que se entendía implícita-
mente que había una compe-
tencia legislativa universal del Es-
tado al amparo del artículo 149.3 
(SSTC 7611983, de 5 de agosto o 
la 49/1984, de 5 de abril) a po-
siciones radicalmente opuestas 
según las cuales el Estado no 
puede dictar normas al amparo 
del artículo 149.3 con el fin de 
que las mismas sean supletorias, 
pues la cláusula de supletoriedad 
no es una cláusula atributiva de 
competencias (SSTC 118/1996, 
de 27 de junio y 61/1997, de 20 
de marzo). Ahora bien, y en lo 
que a nosotros interesa, esta doc-
trina no ha implicado, por el 
momento, la declaración de in-
constitucionalidad de ninguna 
de las normas que el Estado ha 
dictado con el carácter de suple-
torias en materia de función pú-
blica. No cabe duda, sin embar-
go, de que dicha doctrina, caso 
de mantenerse, puede tener im-
portantes implicaciones ad fu-
tumm en esta materia, por el pe-
so especifico que en ella tienen 
las normas estatales aplicables 
supletoriamente. 

A.3. Normas supletorias 
Por último, debemos de tener en cuenta que, al margen de 

acertadas o erradas interpretaciones constitucionales sobre la 
cláusula de supletoriedad del artículo 149.344, en las que no 
viene al caso entrar en estos momentos, lo cierto es que en el mo-
mento presente y para el caso de que las Comunidades Autónomas 
y las entidades locales no ejerzan las potestades normativas que 
les corresponden, las diversas normas estatales no básicas in-
cidentes sobre esta materia, tanto las relativas al régimen local 
como las relativas a la función pública, van a ser aplicables con 
carácter supletorio. 

B. En concreto: normativa aplicable en relación 
a la composición de los órganos de selección de 
los funcionarios públicos locales 

Siguiendo el esquema a que hemos hecho referencia en el apar-
tado anterior, estamos en disposición de describir cuales son 
las normas que han de regir la composición de los órganos de 
selección de los funcionarios públicos locales para, a partir de 
ellas, hacer una análisis detallado de su contenido a la luz de los 
principios que hemos enunciado en el epígrafe primero. 

Puede resultar sorprendente, hasta cierto punto, constatar 
como el legislador estatal no ha entendido que el estableci-
miento de un mínimum normativo que garantice el cumplimiento 
de los principios de imparcialidad y especialidad en la confor-
mación de los órganos de selección forma parte del concepto de 
bases del régimen jurídico de los funcionarios públicos. Así, 
frente a la consideración de que los procedimientos de selec-
ción (art. 19.1 de la LMRFP) e incluso algunos aspectos acci-
dentales de la formación y perfeccionamiento de los funciona-
rios (19.3) son elementos básicos de nuestro sistema de función 
pública, no va a ocurrir lo mismo con la conformación de los 
órganos de selección. Así, el hecho es que el único precepto en 
que se alude a los órganos de selección de los funcionarios pú-
blicos, el artículo 19.2, no tiene carácter básico, por lo que sólo 
será de aplicación supletoria. En el mismo se seriala que 

"El Gobierno regulará la composición y funcionamiento de 
los órganos de selección, garantizando la especialización de los 
integrantes de los órganos selectivos y la agilidad del proceso 
selectivo sin perjuicio de su objetividad. En ningún caso, y salvo 
las peculiaridades del personal docente e investigador, los ór-
ganos de selección podrán estar formados mayoritariamente por 
funcionarios pertenecientes al mismo Cuerpo que se ha de se-
leccionar". 



REGAPE La razón de esta, en mi opinión, exagerada autorrestricción 
normativa, al no considerar básico un precepto de esta natura-
leza, podría encontrarse en una errónea interpretación de la ju-
risprudencia constitucional. Así, el TC en la Sentencia 87/1983, 
de 27 de octubre, al analizar las reglas que sobre composición 
de las Comisiones de Selección establecía el viejo RD 712/1982, 
de 2 de abril, sobre procedimiento de ingreso en la función pú-
blica local, afirmaba lo siguiente 

"Que el artículo 103 de la CE es aplicable a todas las Admi-
nistraciones Públicas es algo que no puede ponerse en cues-
tión, más de ello no puede colegirse -pues no es ésta la misión 
del precepto- que sus exigencias (o las de los otros preceptos) 
comportan un determinado esquema uniforme de las Comi-
siones seleccionadoras o un determinado sistema de publicación. 
Será preciso que el régimen de tales Comisiones garantice la ca-
pacidad de sus miembros para que su juicio sea libre, sin ceder 
a consideraciones externas, y que su nivel de preparación técnica 
sea lo suficiente para realizar la función seleccionadora y con la 
adecuada presencia local; mas dentro de estas coordenadas cabe 
mas de una respuesta a la hora de reglamentar la composición 
de las Comisiones, a las que se encomienda un papel principal 
en el procedimiento de ingreso en la Función Pública". 

Así pues, en el caso de las bases estatales, éstas deberán li-
mitarse a fijar y garantizar, sólo a nivel de principios y de forma 
general, los principios generales a que nos hemos referido ante-
riormente, sin poder entrar, por ende, en la concreta configu-
ración de los órganos de selección. Lo curioso es que, como he-
mos visto el artículo 19.2 LMRFP se limita únicamente a señalar 
principios generales, y a pesar de ello no va a tener carácter bá-
sico. Con todo, esto no significa que los órganos de selección 
no tengan que cumplir, con carácter general, los principios enun-
ciados, pues corno hemos visto en el apartado primero, estos 
son de naturaleza constitucional y por tanto de aplicación ge-
neral. Más coherente, si cabe, es la propuesta del Anteproyecto 
de Estatuto Básico de la Función Pública, que no duda en cali-
ficar corno básico su artículo 16.2 en el cual, de forma parecida 
al actual art. 19.2, esto es, garantizando a nivel de principios la 
imparcialidad y especialidad del órgano de selección, se esta-
blece que 

"Las Administraciones Públicas regularán la composición y 
funcionamiento de los órganos de selección, que serán de na-
turaleza colegiada, garantizando la objetividad en su actuación 
y la idoneida de sus integrantes. Les será de aplicación lo dis-
puesto en la normativa vigente sobre órganos colegiados y so-
bre abstención y recusación. 
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Así lo ha entendido el pro-
pio legislador que, tal y como 
vamos a ver, cuando fija reglas 
sobre la selección de los funcio-
narios públicos se refiere siempre 
a la composición y designación 
de los órganos de selección. 

46  El Instituto de Estudios de 
Administración Local se supri-
mió y fue refundido con el Insti-
tuto Nacional de Administración 
Pública por el RD 143711987, de 
25 de noviembre, en un nuevo 
Organismo Autónomo con el 
nombre de "Instituto Nacional 
de Administración Pública INAP. 
Este Real Decreto, a su vez, ha si-
do derogado por el Real Decreto 
160/1995, de 3 de febrero por el 
que se regula, en la actualidad, la 
estructura y funcionamiento del 
Instituto Nacional de Adminis-
tración Pública. De acuerdo con 
el artículo 6.5 la propuesta y eje-
cución de los procesos de selec-
ción de los funcionarios locales 
con habilitación de carácter na-
cional le va a corresponder, den-
tro de la estructura orgánica del 
INAP, a la Subdirección General 
de Formación en Administración 
Local. 

47  Este Real Decreto ha sido 
modificado de forma sustancial 
por el RD 1732/1994, de 29 de 
julio, sobre provisión de puestos 
de trabajo de funcionarios de Ad-
ministración Local con habilita-
ción de carácter nacional. No se 
hace mención en el texto al 
por cuanto en su artículo 158 se 
hace una remisión expresa al RD 
mencionado al señalar que "La 
obtención dela habilitación de 
carácter nacional se regirá por lo 
dispuesto en el artículo 98 de la 
Ley 711985, de 2 de abril, y nor-
mas reglamentarias que la desa-
rrollen". 

Las convocatorias podrán prever la designación de expertos 
que, en calidad de asesores del órgano de selección, actuarán con 
voz pero sin voto". 
Ahora bien, en el caso de los funcionarios locales estas ase-

veraciones deben ser concretadas, no sólo por la entrada en 
juego, como ya dije, de otra norma básica, la LBRL, sino tam-
bién por la existencia de una clara división, en cuanto a su ré-
gimen jurídico, entre funcionarios con habilitación de carácter 
nacional y funcionarios propios de las entidades locales, por lo 
que el análisis de la normativa aplicable en esta cuestión lo ha-
remos partiendo de la misma. 

B.1. Normas aplicables a los funcionarios locales con 
habilitación de carácter nacional 
El carácter "nacional" de las escalas en que se agrupan estos 

funcionarios va a singularizar su régimen jurídico respecto del 
resto de funcionarios autonómicos y locales y muy singular-
mente el sistema de acceso a las mismas, pues se trata de unos 
funcionarios con una naturaleza jurídica que podríamos cali-
ficar de "mixta", entre local y estatal. 

La necesidad de garantizar el "carácter nacional" de estos fun-
cionarios unido a la calificación como básica de su propia exis-
tencia va a llevar a que la LBRL reserve en exclusiva al Estado la 
selección de dichos funcionarios, selección que, entendida 
como concepto general, supone no sólo la ejecución del pro-
cedimiento selectivo sino también la fijación de las reglas ma-
teriales que deben regirlo y singularmente la composición de 
los tribunales que han de juzgar las pruebas45 . En este sentido 
el artículo 98 de la LBRL establece en su apartado 1 que 

"La selección, formación y habilitación delos funcionarios a 
que se refiere el número 3 del artículo 92 corresponde al Insti-
tuto de Estudios de Administración Local (hoy INAP), conforme a 
las bases y programas aprobados reglamentariamente"46 . 

Por su parte el apartado 2 de este mismo posibilita la des-
centralización de las pruebas selectivas en los siguientes tér-
minos 

"Podrán descentralizarse territorialmente la realización de las 
pruebas de selección para el acceso a los cursos de formación 
en relación con las Corporaciones de determinado nivel de po-
blación, en los términos que establezca la Administración del 
Estado". 

En desarrollo de estas previsiones se ha dictado el Real De-
creto 1174/1987, de 18 de septiembre, por el que se establece el 
régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con 
habilitación de carácter nacional47. 
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REGAPIE Para una comprensión adecuada de las reglas que se deben 
de aplicar para el acceso a las diversas escalas en que se integran 
los funcionarios con habilitación de carácter nacional es pre-
ciso, primeramente, conocer cuales son éstas. De acuerdo con el 
artículo 20 la habilitación de carácter nacional se estructura 
como una Escala singularizada subdivida en diversas subesca-
las, subdivididas, a su vez, en diferentes categorías, de acuerdo 
con el siguiente cuadro: 

Subescalas 	 Categorías 

Secretaría 	 Entrada o Superior 

I neryención-Tesorería 	Entrada o Superior 

Secretaría-I nteryención 	No hay 

El RD 1174/1987 distingue el acceso a las subescalas de Se-
cretaría, categoría de entrada, Intervención-Tesorería, categoría 
de entrada y Secretaría-Intervención del acceso a la categoría su-
perior en las subescalas de Secretaría e Intervención-Tesorería: 

1  En el primer caso, esto es en la subescala de Secretaría-In-
tervención, Secretaría e Intervención-Tesorería, categoría de en-
trada, el ingreso se llevará a cabo mediante el siguiente sistema: 
(1) en primer lugar, la superación de unas pruebas selectivas 
que se realizarán mediante los procedimientos de oposición o 
concurso-oposición conforme a las bases y programas aproba-
dos por el MAP. Estas pruebas, que deberá realizar el INAP, po-
drán, como ya dijimos ser descentralizadas territorialmente; (2) 
en segundo lugar, quienes superen las pruebas selectivas serán 
nombrados funcionarios en prácticas y pasarán a realizar un 
Curso de formación en el INAP o en el Instituto o Escuela de 
funcionarios de las Comunidades Autónomas, que así lo hayan 
convenido. La superación del curso de formación supondrá el 
ingreso en la subescala correspondiente (art. 21 RD 1174/1987). 

En el segundo caso, esto es en las subescalas de Secretaría 
o Intervención-Tesorería, categoría superior, el -ingreso, al que 
sólo podrán acceder los funcionarios con habilitación de ca-
rácter nacional que posean la categoría de entrada, se llevará a 
cabo, de acuerdo con el artículo 24 del RD 117411987, mediante 
los siguientes procedimientos: a) la superación de unas prue-
hos de aptitud en el INAP, previa convocatoria pública, la mitad 
de las plazas a proveer b) por concurso de méritos el resto de las 
plazas. 

A pesar de la regulación, ciertamente minuciosa, que recoge 
el RD a que me estoy refiriendo, lo cierto es que nada se dice en 
él sobre cuales hayan de ser las reglas a aplicar a los órganos en-
cargados de la selección de dichos funcionarios. Sólo una cues-
tión parece quedar clara, que es el Estado, a través del INAP, la 
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STUDIOS Administración encargada de la selección, y que dicha respon-
sabilidad en la selección, puede ser descentralizada en el su-
puesto de ingreso en las subescalas de entrada. 

Avanzando un paso más en el tortuoso camino de intentar 
precisar cuales son las normas aplicables a esta cuestión, nos 
encontramos con dos Resoluciones que desarrollan, a su vez, 
las previsiones del Real Decreto 1174/1987 que acabamos de 
mencionar y en las que sí se precisa, si bien de forma ambigua, 
algo más sobre las normas a aplicar a los órganos de selección 
de estos procesos selectivos. Veamos cada una de ellas: 

(1) Por Resolución de 2 de junio de 1993 se establecen las 
bases generales y los programas a que deberán ajustarse las con-
vocatorias de pruebas selectiva para el acceso a las subescalas 
de funcionarios de Administración local con habilitación de ca-
rácter nacional categoría de entrada. En su base séptima se es-
tablece lo siguiente 

"El INAP establecerá el número de Tribunales que han de juz-
gar las pruebas selectivas y sus miembros serán designados, en 
su caso, de conformidad con los convenios suscritos con las 
Comunidades Autónomas". 

Esta Resolución, sin resolver definitivamente la cuestión de 
cómo se deben de conformar los Tribunales, nos pone sobre su 
pista en tanto que parece, y digo parece pues los términos en 
que se expresa son ambiguos, que la designación se establecerá 
de acuerdo con lo que dispongan los convenios suscritos con las 
Comunidades Autónomas, sin establecerse regla alguna para el 
supuesto de ausencia de convenio. Podría deducirse, por tanto, 
que por la vía del convenio podrían establecerse reglas singulares 
relativas a la forma en que se han de integrar estos Tribunales, 
solución que, en mi opinión, no resulta del todo satisfactoria, 
en la medida en que nos encontramos, como vengo reiterando, 
ante funcionarios con una habilitación de carácter nacional, 
cuya selección no puede, en modo alguno, dejarse al albur de 
unos órganos cuya conformación se va a establecer de forma 
singularizada en cada Comunidad Autónoma. Una solución en 
este sentido chocaría abiertamente con toda lógica jurídica, pues 
no tendría sentido calificar de básica la materia, sustraer, por 
tanto esta competencia a las Comunidades Autónomas, para, 
de algún modo, devolvérsela por la curiosa vía de la firma de con-
venios singulares, convenios que, en algunos casos, carecen in-
cluso de un valor normativo directo. 

Por el contrario, entiendo que con la alusión a que los miem-
bros de los Tribunales serán "designados" de conformidad con 
los convenios que se suscriban con las CCAA se apela, solamente, 
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a la designación formal de cada miembro del Tribunal y no a la 
fijación de las reglas que rigen tal designación. De acuerdo con 
esta interpretación, la designación de los miembros se vería aco-
tada por las reglas generales que pueda haber fijado el Estado, 
y que, de conformidad con lo establecido por la base primera 
de la Resolución de 1993 serán las mismas que para los fun-
cionarios estatales establece la LMRFP y el Real Decreto 364/1995, 
de 10 de marzo por el que se apmeba el Reglamento General 
de Ingreso del Personal al servicio de la Administración Gene-
ral del Estado y de Provisión de puestos de Trabajo (RGIPP) 48 . 
De este modo, el ámbito de disponibilidad de las Comunida-
des Autónomas en esta materia se limita a la posibilidad de con-
veniar la designación formal de los miembros de los Tribunal, 
de acuerdo con las reglas materiales que haya fijado el Estado. 

(2) Por su parte, por Resolución de 13 de mayo de 1991 se 
han aprobado las bases generales a que deberán ajustarse las 
convocatorias de los procedimientos selectivos de acceso a la 
categoría superior de las subescalas de Secretaría e Intervención-
Tesorería. En este caso, de acuerdo con lo dispuesto en la base 
quinta, tanto la desginación de los miembros de los Tribunales 
como la determinación de su conformación van a correspon-
derle al Presidente49  del INAP, sin que quepa posibilidad alguna 
de descentralización. Esta solución no parece tampoco muy co-
rrecta, y ello porque no resulta ajustado al principio de legali-
dad, el cual debe presidir toda actuación de la Administración 
Pública50 , que a través de actos administrativos generales, como 

48  La base primera a que he aludido establece que en todo lo no previsto por 
las bases de la Resolución será de aplicación el RD 2223/1984, de 19 de di-
ciembre, por el que se aprobó el anterior RGIPP y que fue derogado por el men-
cionado en el texto. 

De acuerdo con el Real Decreto 16011 995, de 3 de febrero por el que se 
regula la estructura orgánica del INP, la figura del Presidente ya no existe por lo 
que esta facultad corresponderá, en su caso, al Director del INPA, sin perjuicio 
de las competencias que el Real Decreto 16011995 atribuye a la Subdirección 
General de Formación en Administración Local. 

80  En este sentido, resultan muy esdarecedoras las opiniones de GARCÍA DE 
ENTERRÍA E. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ (Curso de Derecho Administrativo, vol. I, 
7a ed., Civitas, 1996, p. 430) en el sentido de que toda actuación de la Admi-
nistración pública debe estar sometida al Derecho, no existiendo para la Admi-
nistración pública espacios francos o libres a la ley y al derecho. Para ellos "no 
hay en Derecho español ningún "espacio franco o libre de Ley" en que la Ad-
ministración pueda actuar con un poder ajurídico y libre. Los actos y las dispo-
siciones de la Administración, todos, han de "someterse a Derecho", han de ser 
"conformes" a Derecho. El desajuste, la disconformidad, constituyen "infracción 
del Ordenamiento jurídico" y les priva actual o potencialmente (distinción en-
tre nulidad y anulabilidad), de validez. El Derecho no es, pues, para la Admi-
nistración una linde externa que señale hacia fuera una zona de prohibición y 
dentro de la cual pueda ella producirse con su sola Libertad y arbitrio. Por el con-
trario, el Derecho condiciona y determina, de manera positiva, la acción admi- 
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nistrativa, la cual no es válida si 
no responde a una previsión nor-
mativa... El principio de legali-
dad de la Administración opera, 
pues, en la forma de una cober-
tura legal de toda la actuación 
administrativa: sólo cuando la 
Administración cuenta con esa 
cobertura legal previa su actua-
ción es legítima (en estos térmi-
nos, por lo demás ya comunes, 
la Sentencia de 3 de enero de 
1979: "el Derecho objetivo no 
solamente limita la actividad de 
la Administración, sino que la 
condidona a la existenda de una 
norma que permita esa actuadón 
concreta, a la que en todo caso 
debe ajustarse"). 



STUD1OS son las convocatorias de pmebas selectivas 51 , se establezcan las 
reglas que deben presidir una cuestión tan importante para los 
procesos selectivos como es la de determinar la composición 
de los órganos de selección; sobre todo cuando, al igual que en 
el caso anterior, la propia Resolución prevé la aplicación suple-
toria del RGIPP y de la LMRFP para el caso de que exista alguna 
laguna52 . Consecuentemente parece más ajustado a derecho que 
la tarea del Director del INAP se limite a concretar en el acto de 
designación y nombramiento del Tribunal las reglas generales 
que haya establecido el Estado a través de sus potestades nor-
mativas. 

En conclusión, las reglas y principios que deben presidir la 
conformación de los Tribunales de selección de funcionarios 
locales con habilitación de carácter nacional son las estableci-
das por el Estado a través de las previsiones contenidas en la 
LMRFP y el RGIPP, sin perjuicio, eso sí, de que, bien sea a través 
de convenios suscritos entre el Estado y las Comunidades Au-
tónomas, bien sea a través de las sucesivas convocatorias de pro-
cedimientos selectivos, dichas reglas sean concretadas o preci-
sadas en cada momento, en cuanto a quien haya de designar a 
cada miembro. 

Por su parte la LALG se limite a establecer en su artículo 239 
que 

"A Escola Galega de Administración Pública ocuparase da se-
lección e formación dos funcionarios con habilitación nacional 
nos termos do convenio que subscriba co Instituto Nacional de 
Administración Publica". 

Obviamente, y de acuerdo con lo establecido por la norma-
tiva básica estatal, hay que entender que por "selección" se está 
aludiendo a la realización de las operaciones materiales necesarias, 

51  Al respecto ALEGRE AVILA, J.M. op. cit., p. 30 ha serialado que "es conocido 
que las convocatorias de oposiciones son el prototipo de acto administrativos 
general (artículo 46.2 de la Ley de Procedimiento Administrativo) (cfr. sobre 
extremo L. MARTÍN -RETORTILLO. Actos administrativos generales y Reglamen-
tos. Sobre la naturaleza de la convocatoria de oposiciones RAP, n° 40, 1963, 
pp. 225 y ss.) especie que, no obstante la presencia de una pluralidad indeter-
minada de destinatarios, participa del género común de los actos administrati-
vos en la medida en que, de acuerdo con el básico criterio ordinamentalista, 
no se incorpora al ordenamiento jurídico". Del mismo modo SÁNCHEZ MO-
RÓN, M. (Derecho de la función... op. cit., p. 135) considera a las convocatorias 
como meros actos de trámite favorables y susceptibles de ser impugnados ante 
los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa. 

52  La base primera de esta Resolución establece que la convocatoria de los 
procedimientos selectivos a que nos estamos refiriendo deberán ajustarse "a lo 
establecido en el Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre; a las bases 
contenidas en esta Resolución y, supletoriamente, al Real Decreto 2223/1984, 
de 19 de diciembre", RD que ha sido derogado y sustituido, como ya dijimos, 
por el actual RGIPP. 
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puesto que como hemos visto la fijación de las reglas de fondo 
que hayan de regir dicha selección corresponde al Estado, el 
cual podrá, si así lo estima oportuno, delegar o descentralizar al-
gunas de sus competencias, vía convenio, en los Institutos o Es-
cuelas de funcionarios de las Comunidades Autónomas. 

En el caso de Galicia, el Convenio de cooperación suscrito 
entre el Instituto Nacional de Administración Pública y la Escola 
Galega de Administración Pública el 27 de julio de 1988,53  par-
tiendo del reconocimiento de que le corresponde en exclusiva 
al INAP la selección, formación y perfeccionamiento de los fun-
cionarios con habilitación de carácter nacional y, al amparo de 
lo establecido por el artículo 98.2 de la LBRL, establece en su 
cláusula primera lo siguiente: 

"En relación con el proceso de selección de personal que va 
a acceder a la escala de habilitación de carácter nacional, siem-
pre que el número de candidatos así lo aconseje, corresponderá 
a la Escola Galega de Administración Pública la designación de 
los componentes de los tribunales que juzgaran sus pruebas se-
lectivas. En dichos tribunales, con objeto de garantizar la in-
dispensable homogeneización en la aplicación de los criterios 
clasificadores, al menos dos quintos de sus componentes serán 
nombrados por el Instituto Nacional de Administración Pú-
blica. En los tribunales que juzguen las pruebas no descentra-
lizadas podrá estar representada la Escola Galega de Adminis-
tración Pública en los términos que establezca el Instituto 
Nacional de Administración Pública con carácter general para 
los institutos y escuelas de funcionarios de las Comunidades 
Autónomas con las que suscribió convenio de colaboración". 

La posibilidad de que pueda ser la Escola Galega de Admi-
nistración Pública, en el marco de las competencias en ella des-
centralizada, quien designe tres quintos de los miembros de los 
tribunales, no supone, en modo alguno, una alteración de las re-
glas que hayan de regir en la confossnación de los mismos, que 
serán aquéllas que establezca el Estado, ni, por tanto, contra-
dice la conclusión a que hemos llegado anteriormente. 

Ahora bien, la atribución en exclusiva al Estado de la com-
petencia para la selección de los funcionarios habilitados po-
dría entenderse que supone la exclusión total de las entidades 
locales y casi total de las CCAA, con los matices que permite la 
descentralización. Sin embargo, entendiendo, en un sentido am-
plio, que el proceso selectivo de un funcionario no concluye 
hasta que éste pasa a ocupar un puesto de trabajo concreto, la 
participación tanto de las Comunidades Autónomas como de 
las Entidades locales queda garantizada. En opinión de Rivero 
Ysern 
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53  Se trata de un Convenio 
marco y genérico, en el que jun-
to a las previsiones relativas las 
cuestiones tratadas en este artí-
culo se establecen otras cláusu-
las generales relativas a la cola-
boración institucional en la 
formación y selección del perso-
nal al servicio de la Comunidad 
Autónoma de Galicia y el del Es-
tado, organización de jornadas 
y seminarios, utilización de lo-
cales, etc. 
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ESTUDIOS "El sistema de provisión de puestos de trabajo para estos fun-
cionarios permite distinguir dos aspectos distintos: de un lado, 
la obtención de una habilitación uniforme, para acceder a los 
puestos de trabajo que a estos funcionarios se reservan. Esta 
función es asumida con carácter de exclusividad por el Estado. 
Con posterioridad a la obtención de esta habilitación, ser cada 
Comunidad Autónoma la que, mediante de méritos y comple-
tando unas normas básicas para estos concursos fijadas por el 
Estado, lleven a cabo la provisión de los puestos de trabajo. En 
esta fase de concreta provisión, intervienen las Entidades loca-
les a quienes se permite agregar un baremo de méritos especí-
ficos, que no podrá superar, en ningún caso, el 2s por 100 de la 
puntuación máxima corresponde al baremo general n54 . 

Esta reflexión podrá ser, paralelamente, aplicable al concepto 
de "selección". Pues bien, sólo partiendo de este concepto am-
plio de selección, el principio de "naturaleza o impronta local" 
de los órganos de selección puede entenderse garantizado. Así, 
el artículo 21 del Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio, por 
el que se aprueba el régimen jurídico de la provisión de pues-
tos de trabajo de la Administración local reservados a funcio-
narios con habilitación de carácter nacional establece en su 
apartado primero que 

"El tribunal de valoración, de composición mayoritariamente 
técnica, será nombrado por la Corporación. Su Presidente lo 
será el de ésta o un miembro de la misma en quien delegue y 
estará compuesto por un número par de vocales, uno de los 
cuales será nombrado a propuesta de la Comunidad Autónoma, 
si ésta desea ejercitar tal facultad. 

Uno de los vocales, al menos, tendrá la condición de habili-
tado de carácter nacional de igual o superior categoría que la del 
puesto convocado. 

La composición del tribunal especificará el vocal que asumirá 
las funciones de Secretario". 

Con todo, la necesidad de centrar el objeto de este artículo 
en el análisis de los Tribunales o Comisiones de Selección que 
permiten el acceso a la condición de funcionario y no tanto el 
de las Comisiones o Tribunales encargados de enjuiciar los pro-
cedimientos de provisión de puestos, va a limitar el análisis de 
esta previsión. 

B.2. Normas aplicables a los restantes funcionarios de las 
Corporaciones locales 
En cuanto a los restantes funcionarios de las Corporaciones 

Locales, o "funcionarios propios" de las mismas, la LBRL va a 
adoptar, como no podía ser de otro modo, una solución diame-
tralmente opuesta a la adoptada respecto de los funcionarios 

54  RIVERO YSERN, J.L. Manual 
de Derecho Local. Civitas, Ma-
drid, 1993, p. 291. 
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habilitados. Si en el caso de los funcionarios habilitados la res-
ponsabilidad y, por tanto, la competencia en materia de selec-
ción correspondía a la Administración del Estado a través del 
INAP, en el caso de los funcionarios propios dicha responsabi-
lidad se le va a encomendar de forma directa a las propias Cor-
poraciones implicadas, eso sí, dentro de las reglas que con el 
carácter de básicas fije el Estado. Así lo establece claramente el 
artículo 100 de la LBRL al señalar en sus apartados 1 y 2.a) que 

1. Es de competencia de cada Corporación local la selección 
de los funcionarios no comprendidos en el número 3 del artí-
culo 92. 

2. Corresponde, no obstante, a la Administración del Estado, 
establecer reglamentariamente: 

a) Las reglas básica y los programas mínimos a que debe ajus-
tarse el procedimiento de selección y formación de tales fun-
cionarios". 

Y así lo reitera el artículo 102.1, cuando establece que 
"Las pmebas de selección y los concursos para la provisión 

de puestos de trabajo, a que se refiere el presente capítulo, se re-
girán por las bases que apmebe el Pleno de la Corporación". 

De acuerdo con estas previsiones, el Estado ha dictado el RD 

896/1991, de 7 de junio que tiene como finalidad fijar las reglas 
básicas y los programas mínimos del procedimiento de selección 
de los funcionarios de Administración local. En esta disposi-
ción, a diferencia de lo que ocurría en el caso de los funciona-
rios con habilitación, sí se van a prever algunas reglas sobre la 
conformación de los órganos de selección, si bien, conviene 
adelantar que no todas van a tener idéntica naturaleza. Por el con-
trario, la disposición final primera de este RD establece que sólo 
van a constituir normas básicas algunas de las disposiciones 
contenidas en el mismo, mientras que otras sólo serán de apli-
cación supletoria respecto de la legislación específica que dicten 
las Comunidades Autónomas en esta materia. Con ello el Real 
Decreto no hace más que recoger y concretar lo que en su día 
había establecido el Tribunal Constitucional a nivel de princi-
pio en su Sentencia 87/1983, así como la previsión que, con ca-
rácter general y dudosa naturaleza básica55, establece el TRRL en 

su artículo 134.2, al referirse en los siguientes términos a la se-
lección, en general, de los funcionarios locales 

"Serán aplicables las normas de la presente Ley, y las que dicte 
el Estado en uso de las autorizaciones contenidas en los artí-
culos 98.1 y 100.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril; en lo no pre-
visto en ellas, la reglamentación que para el ingreso en la fun-
ción pública establezca la respectiva Comunidad Autónoma, y 
supletoriamente, el Real Decreto 2223/1984, de 19 de diciem- 
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55  Ya hemos dicho que, de 
acuerdo con lo establecido por la 
STC 385/1993, de 23 de diciem-
bre sólo tendrán naturaleza bá-
sica aquellos preceptos que según 
disponga la legislación estatal 
vigente deban tenerlo. Pues bien, 
este precepto parece entrar, tal y 
como veremos, en abierta con-
tradicción con lo establecido por 
la propia LBRL, de ahí que du-
demos de su naturaleza básica. 



ESTUDIOS bre, (en la actualidad es el RD 364/1995, de 10 de marzo) por 
el que se aprueba el Reglamento general de ingreso del perso-
nal al servicio de la Administración del Estado". 

Ahora bien, la atribución tanto por el TRRL como por su dis-
posición final primera de naturaleza supletoria de la normativa 
que dicten las CCAA a gran parte de las reglas establecidas en el 
RD 896/1991, aún siendo coherente con la jurisprudencia cons-
titucional, deja abierta una cuestión que puede provocar en el 
futuro notables conflictos, a saber: si al Estado corresponde fi-
jar la normativa básica, y a las Comunidades Autónomas, se-
gún se desprende de forma implícita de la disposición final ana-
lizada, la normativa de desarrollo, ¿cual es el ámbito de actuación 
que corresponde a las Entidades Locales en esta materia?, o de 
otro modo, ¿pueden las Entidades locales fijar, dentro del res-
peto a las reglas básicas establecidas por el Estado, reglas sin-
gulares que contradigan las disposiciones de desarrollo que 
eventualmente dicten las Comunidades Autónomas? 

La respuesta a estas interrogantes debe, en mi opinión, par-
tir de una premisa básica, a la que ya nos hemos referido, y es 
que, de acuerdo con la LBRL (artículo 100), corresponde en ex-
clusiva a cada Corporación Local la selección de su personal. 
No podemos olvidar tampoco que, tal y como apuntamos en el 
apartado II, el desarrollo normativo por parte de las CCAA de la 
normativa estatal tiene, en el ámbito de la función pública lo-
cal, un claro límite en el respeto de las potestades autoorgani-
zatorias ínsitas al concepto de autonomía local, y entre las que 
se encuentra la selección de una parte del personal que haya de 
prestar sus servicios en ellas y que por tanto vaya a integrar y 
dar vida a la propia organización administrativa local. Por último, 
la realidad pone de manifiesto como la diversidad de entidades 
locales existentes, diversidad que en el plano del personal al-
canza un alto grado de intensidad (así podemos encontrarnos 
desde municipios incapaces, incluso, de sostener por sí solos a 
un secretario, hasta con municipios o Provincias con unos recursos 
humanos iguales o superiores al de algunas Comunidades Au-
tónomas), hace aconsejable el que, en alguna medida, sean las 
propias entidades quienes controlen su propia política de per-
sonal de acuerdo con sus singulares circunstancias. 

Fijadas estas coordenadas, es, sorprendentemente, el propio 
RD 861/1991 el que en su Exposición de motivos apunta la so-
lución a las interrogantes planteadas. En él se afirma que 

"La diversidad de Entes locales, su peculiar organización y la 
incidencia que la selección de los funcionarios tiene en la mo-
vilidad de los mismos, hace necesario un marco común lo su- 



REGAPE ficientemente flexible para adecuar las bases concretas de se-
lección de los funcionarios locales a su realidad específica; sin 
perjuicio de que por aquéllas se arbitren las medidas apropia-
das para la participación de los representantes sindicales en el 
desarrollo de los procesos selectivos. En este contexto de flexi-
bilidad, las Comunidades Autónomas podrán adicionar a los 
contenidos mínimos fijados en este Real Decreto el conoci-
miento de su lengua propia, según lo previsto en su legislación 
de normalización lingüística". 

Fijación de un marco flexible y mínimo con el fin de garan-
tizar el respeto a la autonomía y diversidad de los entes locales 
parece ser, pues, el fin que guía esta norma, y no tanto la ga-
rantía de diversidad de las CCAA a las que en la exposición de mo-
tivos se les reserva un papel secundario circunscrito a la posibi-
lidad de "adicionar a los contenidos mínimos fijados en este 
Real Decreto el conocimiento de su lengua propia, según los 
previsto en su legislación de normalización lingüística". 

Esta interpretación del sentido último de esta norma es, en 
mi opinión, la que resulta más ajustada a la previsión de la LBRL 
de que hayan de ser las propias Corporaciones implicadas las 
que seleccionen su personal respetando "no obstante", como 
dice expresamente el artículo 100, las reglas básicas y progra-
mas mínimos que fije el Estado reglamentariamente. La no alu-
sión, en ningún momento, a la posible normativa que las CCAA 
puedan dictar, así como el carácter excepcional de la interven-
ción estatal, conducen claramente a la conclusión apuntada. 
Además, si otra cosa se hubiese querido prever creo que se po-
dría haber dicho bien expresamente, tal y como ocurre, por ejem-
plo, respecto de la estructura orgánica de las entidades locales, 
supuesto en el que aún reconociéndose la competencia de los mu-
nicipios para el establecimiento y regulación de los órganos 
complementarios del mismo no se duda en reconocer, asimismo, 
la competencia del legislador autonómico para establecer tam-
bién una organización municipal complementaria a la de la 
LBRL56 , o bien tácitamente, como ocurre en relación a las reglas 
para la provisión de puestos de trabajo que serán, según el artí-
culo 101 LBRL "las normas que regulen estos procedimientos en 
todas las Administraciones públicas", con lo que se está dando 
entrada también al legislador autonómico. 

Esto no significa, obviamente, conculcar las posibilidades de 
desarrollo normativo de las Comunidades Autónomas en ma-
teria de personal al servicio de las entidades locales, sino reser-
var un concreto espacio, el relativo a la selección, a la libre dis-
ponibilidad de las entidades locales, dentro eso sí, del marco 
básico que fija el Estado. 

56  En efecto, el artículo 20.1 
de la LBRL tras reconocer como 
órganos necesarios del munici-
pio al Alcalde, los Tenientes de 
Alcalde, el Pleno y en algunos ca-
sos la Comisión de Gobierno, es-
tablece en su apartado c) que "El 
resto de los órganos, comple-
mentarios de los anteriores, se 
establece y regula por los propios 
Municipios en sus Reglamentos 
orgánicos, mientras que en su 
apartado 2 se dice que sin per-
juicio de lo dispuesto en la regla 
c) del número anterior, las leyes 
de las Comunidades Autónomas 
sobre régimen local podrán es-
tablecer una organización mu-
nicipal complementaria de la 
prevista en este texto legal, que 
regirá en cada Municipio". 
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57  En Galicia esta posibilidad 
no ha sido, sin embargo, desa-
rrollada hasta este momento a 
pesar de que tanto la Ley 5/1988, 
del uso del gallego como lengua 
oficial por las entidades locales 
como la Ley de Administración 
Local de Galicia amparan de al-
gún modo dicha posibilidad. Así 
tanto la primera (art. 2.1) como 
la segunda (art. 7.3) establecen 
que "A Xunta de Galicia impul-
sará o proceso de incorporación 
da lingua galega na Administra-
ción local, especialmente a tra-
vés de programas de formación 
de funcionarios das entidades 
locais", previsión concretada 
por la Ley 5/1988 al prever en 
su artículo 2.2 que "sen prexuí-
zo do anterior, a Xunta de Gali-
cia adoptará as medidas oportu-
nas para que nos concursos de 
acceso de funcionarios á Admi-
nistración local se garante o co-
riecemento da lingua galega". 

Así parece haberlo entendido el legislador autonómico ga-
llego, el cual se ha limitado a establecer en el artículo 233.4 de 
la LALG que 

"A selección efectuarase de conformidade coas regras básicas, 
cos programas mínimos e coa titulación contida na normativa 
básica do Estado. 0 Pleno da Corporación local aprobará as 
bases. 

Os procedementos de selección cuidarán especialmente a co-
nexión entre o tipo de probas que hai que superar e a adecua-
ción ós postos de traballo que se vaian desemperiar, incluíndo, 
para tal efecto, as probas prácticas que cumpran". 

Con todo, y a pesar de estas previsiones, entiendo que las 
Comunidades Autónomas también van a poder intervenir en la 
selección de los funcionarios locales: 

1) En primer lugar, dictando normas que puedan incidir sec-
torialmente en esta materia y cuyo fin es el de garantizar com-
petencias reconocidas constitucional y estatutariamente como 
propias de las CCAA. En efecto, la necesidad de garantizar el de-
sarrollo de ciertas competencias autonómicas de naturaleza sec-
torial, va a suponer el que en su desarrollo las leyes autonómi-
cas establezcan previsiones en relación a la selección del personal 
de las Corporaciones locales. Estas previsiones, sin embargo, no 
pueden suponer un desapoderamiento total de la competencia 
local en la materia, sino una simple modulación o precisión de 
la misma condicionada o determinada por el necesario respeto 
de principios públicos tan respetables como el propio princi-
pio de autonomía local y que podría, en algunos casos, condi-
cionar tanto los contenidos de los programas exigidos a los can-
didatos como la designación de alguno de los miembros de los 
Tribunales, con el fin de garantizar, normalmente, una especial 
cualificación de los candidatos seleccionados que garantice, a 
su vez, una correcta ejecución y desarrollo, en el plano local, de 
las competencias autonómicas. 

Incluso el propio RD prevé esta posibilidad al contemplar 
en su Exposición de motivos la posibilidad de que las Comu-
nidades Autónomas adicionen los contenidos mínimos que fije 
el Estado "el conocimiento de la lengua propia' 57 . 

Ejemplos más claros de esta "penetración" competencial sec-
torial en las competencias autoorganizativas locales los ofrecen 
materias tales como la de policía local o la de archivos. Así, la 
Ley 3/1992, de 23 de marzo, de Coordinación de policías lo-
cales de Galicia, de acuerdo con las competencias transferidas 
a la Comunidad Autónoma de Galicia por la LO 2/1986, de 
Cuerpos y Fuerzas de seguridad del Estado, establece en su ar-
tículo 21 que 
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"1. La convocatoria de las pruebas de ingreso y de acceso a 
las diferentes escalas de los cuerpos de Policía será realizada 
por los ayuntamientos, previa oferta de empleo público para 
cubrir las vacantes. 

2. Las bases de convocatoria se ajustaran a los requisitos de in-
greso y de acceso y a los criterios de selección que se fijan en la 
legislación básica del Estado, en esta ley y en la normativa que 
la desarrolle en el marco de aquellas. 

3. Formará parte de los tribunales calificadores de las prue-
bas selectivas para el ingreso o acceso a las distintas escalas un 
vocal designado por la Consellería de Presidencia y Administración 
Pública". 

Del mismo modo el Decreto 307/1989, de 23 de noviem-
bre por el que se regula el sistema de archivos de Galicia 58 , con 
el fin de garantizar la coordinación de la Administración auto-
nómica en el funcionamiento de la red de archivos de Galicia, 
va a posibilitar la intervención de la Administración autonó-
mica en el desarrollo de los procesos de selección del personal 
que debe prestar sus servicios en estos órganos 59 . Así partiendo 
de que todos los archivos integrados en el sistema de archivos 
de Galicia deberán contar con personal técnico especializado, con 
el nivel que exijan las diversas funciones, el artículo 28.3 del 
Decreto establece que 

"Las instituciones de las que dependan los archivos integra-
dos en el sistema de archivos de Galicia deberá remitir, a la Con-
sellería de Cultura y Deportes, las bases que regirán el proceso 
de selección del personal técnico destinado en éstes, para su 
pertinente aprobación. En la comisión encargada de resolver 
dicha selección figurará necesariamente un técnico en la mate-
ria nombrado por la Dirección General del Patrimonio Histó-
rico y Documental en dicha Consellería". 

2) En segundo lugar, dictando normas que complementen 
las normas básicas que haya dictado el Estado en esta materia 
y que tendrán carácter supletorio respecto de las previsiones que 
puedan establecer, en el ejercicio de su competencia, las pro-
pias Corporaciones locales. Se trataría, por tanto, de normas 
dictadas con el único fin de suplir la inactividad normativa de 

58  Este Decreto fue dictado en desarrollo del artículo 27.18 del Estatuto de 
Autonomía de Galicia que reconoce la competencia exclusiva de la Comuni-
dad Autónoma en materia de archivos, bibliotecas y museos de interés para la 
Comunidad Autónoma, y que no sean de titularidad estatal. 

59  Según el artículo 16 del mencionado Decreto "El sistema de archivos de 
Galicia se configura como un conjunto de órganos, centros y servicios encar-
gados de la protección y la custodia de los archivos y de los documentos ob-
jeto de este Decreto, organizados de acuerdo con éste y con las normas que lo 
desarrollan". 
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STUDIOS las entidades locales en esta materia y que tendrán una aplica-
ción preferente frente a las normas que con el mismo carácter 
pueda haber dictado el Estado. Esta competencia normativa no 
ha alcanzado, como hemos dicho, un desarrollo pleno y efec-
tivo hasta el momento en la mayoría de las Comunidades Au-
tónomas60 , de lo que no es una excepción el caso de Galicia, en 
donde no se ha dictado ninguna norma al respecto. 

La solución aquí propuesta podría ser cuestionada, sin em-
bargo, a la luz de lo dispuesto por el propio TC en la Sentencia 
8711 983 en la que se considera a las normas autonómicas como 

60  En opinión de MAURI MAJOS, j. ("Función pública local", en Anuario del 
Gobierno iocai, Marcial Pons, 1996, p. 339.) la causa de esta autorrestricción 
normativa se encuentra en que "en este momento normativo las Comunidades 
Autónomas están adaptando su legislación sobre función pública a las refor-
mas producidas en la legislación básica estatal, sin que hayan completado ano 
el correspondiente desarrollo reglamentario, con lo que la normativa autonó-
mica que habrá que utilizar por defecto para integrar el procedimiento de se-
lección de los funcionarios locales, no podría ser coherente con las normas bá-
sicas estatales". De hecho, la única Comunidad que desarrolló de forma efectiva 
esta competencia es la Catalana. La Ley 8/1987, de 15 de abril, Municipal y de 
Régimen Local de Cataluria ha previsto en su artículo 299 algunas reglas que han 
de regir la designación y composición de los tribunales u órganos de selección 
de los funcionarios de las entidades locales, previsiones que han sido desarro-
lladas por el artículo 72 del Decreto 214/1990, de 30 de julio (modificado por 
el Decreto 8/1991, de 7 de enero), por el que se ha aprobado el Reglamento de 
Personal al Servicio de las Entidades Locales. De acuerdo con este artículo "1. 
Los tribunales estarán compuestos por un mínimo de tres titulares y tres su-
plentes, que serán designados por la corporación de acuerdo con las siguientes 
normas: a) un tercio integrado por los miembros o funcionarios de la misma 
Corporación; b) otro tercio integrado por personal técnico, que podrá ser o non 
personal de la propia entidad local; c) otro tercio integrado por representantes 
de la Estola d'Administració Publica de Catalunya, a propuesta de la misma Es-
tola. 2. En los tribunales o órganos similares se garantizará la presencia de fun-
cionarios, pero en ningún caso tendrán que estar constituidos mayoritariamente 
por miembros en activo del mismo cuerpo o la misma escala para los que se tiene 
que hacer la selección. El personal técnico y el funcionario tendrán la idonei-
dad necesaria en relación con el tipo de plazas a proveer. 3. El presidente de la 
Corporación, o un miembro en quien esta delegue, presidirá los tribunales u ór-
ganos similares 4. El nombramiento del tribunal o de un órgano similar co-
rresponderá al órgano de la entidad local competente para el nombramiento de 
los funcionarios de que se trate 5. Los vocales serán designados en la convoca-
toria y tendrán que tener una titulación igual o superior a la exigida para el ac-
ceso a las plazas objeto de convocatoria. De acuerdo con lo que se establezca 
en las bases, la secretaria del tribunal podrá recaer en uno de sus miembros". Se 
trata, como se puede observar, de una regulación bastante detallada, algo más 
garantista respecto al principio de especialidad que lo que son las normas esta-
tales, aunque no superadora de la mayoría de los problemas que ésta plantea. 
Ahora bien, esta regulación escapa, en mi opinión, de los limites que la normativa 
básica estatal impone en esta materia a la normativa autonómica Así, la ley 
8/1987 parte erradamente de la convicción de que las reglas fijadas por ella y 
por el Decreto que acabamos de ver, van a ser de aplicación preferente y exclu-
yente respecto de las normas que puedan dictar las Corporaciones locales, las 
cuales, en todo caso, se han de ajustar a ellas, tal y como prescribe el apartado 
1 del artículo 299 que establece que "los miembros de los tribunales y órganos 
similares serán designados por la corporación de acuerdo con las siguientes 
normas...". 
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las normas encargadas, en primera instancia, de completar las 
previsiones básicas estatales. Frente a este argumento, debemos 
tener en cuenta el hecho de que esta Sentencia es anterior a la 
LBRL, por lo que en ella no se está cuestionando el sentido de 
lo dispuesto por esta ley. Además, no se debe olvidar que el con-
cepto de "lo básico" es un concepto cambiante y modulable en 
función de las circunstancias económicas, jurídicas o sociales 
de cada momento, y que, en última instancia, le corresponde 
fijar unilateralmente al Estado. A este respecto García de Ente-
rría y Femández Rodríguez han destacado como 

"se reserva de manera expresa al legislador estatal la califica-
ción de lo que, en cada momento, pueda entenderse de interés 
general a los efectos de su inclusión en una regulación básica, 
calificación que puede ser perfectamente variable, e incluso 
opuesta, si atendemos tanto a las distintas coyunturas, como, es-
pecialmente, a la diversidad de opciones políticas que garan-
tiza el "valor superior" del pluralismo político proclamado en 
el artículo 1.1 de la Constitución". 

En conclusión, la regulación de la composición de los órga-
nos encargados de la selección de los funcionarios propios de 
las Corporaciones locales va a correspnder en primera instancia 
al Estado a través del dictado de normas básicas, siendo las pro-
pias Corporaciones locales quienes deben dar desarrollo, en el 
respeto a estos límites así como a los límites que la legislación 
sectorial autonómica pueda haber establecido, a estas previsio-
nes básicas 61 . Sin embargo, tal y como adelanté, la existencia 
de Reglamentos de Personal en las Corporaciones locales es una 
verdadera excepción por el escaso relieve que, en general, tie-
nen las facultades normadoras locales en materia de personal62 . 
De este modo, las Corporaciones locales tendrán que echar 
mano para regular los procesos de selección de su personal de 
la normativa de aplicación supletoria que, excepto algunas ex-
cepciones, como la Catalana, será la establecida por el Estado en 
el RD 89 6119 91, de 7 de junio, en sus aspectos no básicos. 

3. Análisis de la composición de los órganos 
de selección 
De acuerdo con las conclusiones a que hemos llegado en el 

apartado anterior corresponde ahora analizar las reglas que ri-
gen la composición de los Tribunales u órganos de selección de 
los funcionarios locales, tomando como parámetro para enjui-
ciar su corrección, los principios generales a que me he referido 
en el apartado II. 

REGAPM 

61  De algún modo, esta mis-
ma conclusión es compartida 
por el propio Tribunal Supremo 
el cual ha admitido en su Sen-
tencia de 7 de diciembre de 1993 
(F.J. 4) que el proceso de selec-
ción se rige por la normativa lo-
cal, si bien con carácter supleto-
rio, serialaba como norma de 
aplicación la normativa Estatal, 
pues así lo indicaba el propio RD 
2223/1984, de 19 de diciembre, 
mientras que, como hemos vis-
to, el actual RD 896/1991, que ha 
venido a sustituir al anterior, co-
loca en primer lugar a la nor-
mativa estatal. Ahora bien, lo que 
si esta claro es que tanto para el 
TS como para mi la normativa 
local va a tener un carácter pre-
ferente, dentro del respeto de las 
bases estatales, frente a la nor-
mativa estatal o autonómica que 
tienen un carácter supletorio. En 
el mismo sentido vid. PÉREZ GÓ-
MEZ, J. M. Introducción al régi-
men Jurídico de los funcionarios 
de las administraciones publicas, 
Comares, Granada, 1997, p. 329. 

62  Para SÁNCHEZ GOYANES, E. 
"La potestad normativa..." op. 
cit., p. ..., este tipo de Regla-
mentos son prácticamente in-
sólitos en el panorama actual 
del Derecho autónomo local. 
"En los últimos tiempos (1995- 
1996) afirma este autor), llaman 
la atención el Reglamento de Ré-
gimen Interno del Personal Fun-
cionarios de Arahal (Sevilla) o 
el de Bollulos del Condado o el 
de Fuente Obejuna, frente a una 
practica administrativa decidida 
por el enfoque convencional o 
paccionado de la regulación co-
rrespondiente...". 
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63  La única excepción a esta re-
gla es, como hemos visto, la del 
personal docente. Para SÁNCHEZ 
MORÓN M. (Derecho de la fun-
ción... op. cit., p. 131) esta ex-
cepción "permite comprobar que 
el riesgo de prácticas endogámi-
cas no es en absoluto teórico, 
máxime si se tiene en cuenta que 
cada Universidad puede nom-
brar directa y libremente (entre 
profesores de la especialidad) 
dos de los cinco miembro de la 
comisión que juzga los concur-
sos de acceso a los cuerpos do-
centes y que, tratándose de con-
cursos de mérito para acceder a 
otras plazas dentro del mismo 
cuerpo, puede nombrar a los cin-
co miembros de la comisión 
(arts. 35 y 39 de la Ley de Refor-
ma Universitaria). Solución ésta 
-continúa diciendo-, por cierto, 
incomprensiblemente avalada 
por la STC 2611987, de 27 de fe-
brero, que pretende amparar la 
solución en el principio de au-
tonomía universitaria, cuando lo 
cierto es que el enorme poder 
que se otorga a las Universida-
des para decidir la composición 
(o parte) de las comisiones na-
da tiene que ver con la garantía 
de la libertad de la ciencia y de 
la enseñanza a cuyo servicio se 
halla dicha autonomía, según la 
propia Sentencia". 

A. Reglas que rigen la composición de los tribunales 
de selección de los funcionarios con habilitación de 
carácter nacional 

Con carácter general, va a corresponder al Estado la fijación 
de las reglas a que se ha de ajustar la composición de los órga-
nos de selección de los funcionarios locales con habilitación de 
carácter nacional. Al no haber sido desarrolladas directa y sin-
gularmente las competencias normativas estatales, habrá que 
aplicar supletoriamente las normas que sobre esta cuestión haya 
dictado el Estado, a saber: la LMRFP y el RGIPP. 

El apartado 2 del artículo 19 de la LMRFP se va a limitar, 
como ya dijimos, a recoger a nivel de principio las garantías mí-
nimas que debe cumplir todo órgano de selección que actúe en 
el ámbito estatal: 

"El Gobiemo regulará la composición y funcionamiento de 
los órganos de selección, garantizando la especialización de los 
integrantes de los órganos selectivos y la agilidad del proceso 
selectivo sin perjuicio de su objetividad. En ningún caso, y salvo 
las peculiaridades del personal docente e investigador, los ór-
ganos de selección no podrán estar formados mayoritaria-
mente por funcionarios pertenecientes al mismo Cuerpo que 
se ha de seleccionar". 

En este artículo no se hace más que reiterar lo que había-
mos dicho en un principio respecto a la necesidad de compati-
bilizar principios contrapuestos, así, los objetivos a perseguir 
por el Gobierno en esta cuestión deben ser la constitución de unos 
órganos de selección lo más imparciales y cualificados posibles, 
sin que ello sea un verdadero obstáculo para una actuación ágil 
y eficaz. de los mismos. La necesidad de evitar la endogamia 
corporativa, tan frecuente en otros momentos y en ciertos sec-
tores, completa, proscribiendo que estos órganos puedan estar 
integrados mayoritariamente por funcionarios pertenecientes al 
mismo cuerpo que se ha de seleccionar63 , precepto equilibrado, 
aunque incompleto, al no establecerse previsión alguna en re-
lación al cumplimiento del principio de publicidad que, en mi 
opinión y dada su carácter de mínimos, debiera ser considerado 
como básico, tal y como hace el Anteproyecto de Estatuto Bá-
sico de la Función Pública. 

Esta precepto va a ser desarrollado y completado por el Real 
Decreto 364/1995, de 10 de marzo, por el que se apmeba el Re-
glamento General de Ingreso del Personal al Servicio de la Ad-
ministración General del Estado y de Provisión de Puestos de Tra-
bajo y Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles de la 
Administración General del Estado (RGIPP), y que, al igual que 
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ocurre con lo establecido por la LMRFP, va a tener carácter su-
pletorio respecto de los funcionarios de las distintas Adminis-
traciones públicas 64 . 

El RGIPP dedica el Capítulo III a la regulación de los órganos 
de selección, partiendo para ello de la distinción entre dos cla-
ses de órganos: las Comisiones Permanentes de Selección y los 
Tribunales (art. 100). Los Tribunales serán nombrados en cada 
orden de convocatoria para cada proceso selectivo, mientras que 
a las Comisiones Permanentes de Selección, constituidas de 
forma similar a lo Tribunales, si bien con algún que otro matiz 
diferenciador, se les encomienda el desarrollo y la calificación 
de las pruebas selectivas para el acceso a aquellos Cuerpos y Es-
calas en los que el elevado número de aspirantes y el nivel de 
titulación o especialización exigidos así lo aconseje, lo que hasta 
el momento no se estimó oportuno en las Escalas a que nos es-
tamos refiriendo 65 . 

Ambos órganos se van a constituir, siguiendo las previsio-
nes de la LMRFP, de acuerdo con los principios de imparciali-
dad y objetividad. 

Así, para garantizar su imparcialidad se establecen las si-
guientes reglas: 

a)Los órganos de selección deben estar formados por un nú-
mero impar de miembros que, en el caso de los Tribunales, no 
podrá ser inferior a cinco. 

b)Los miembros de estos órganos serán funcionarios de ca-
rrera, con lo que se viene a evitar que puedan formar parte de 
los tribunales y comisiones representantes políticos o sindica-
les por el simple hecho de serlo, es decir, sin mayor cualificación 

64  Según su artículo 1.3 "Este Reglamento tendrá carácter supletorio para 
todos los funcionarios civiles al servicio de la Administración del Estado no in-
cluidos en su ámbito de aplicación y los de las restantes Administraciones Pú-
blicas." 

65  Por Orden de 4 de marzo de 1987, modificada por la de 17 de abril de 
1989, ha sido creada la Comisión Permanente de Selección, esta Orden ha 
sido derogada por la Orden de 27 de diciembre de 1995, que regula en la ac-
tualidad dicha Comisión.. Esta Comisión ha sido creada como órgano encar-
gado de los procesos selectivos para el ingreso en los Cuerpos de Gestión de 
la Administración Civil del Estado, de Gestión de Sistemas e Informática de la 
Administración del Estado, General Administrativo de la Administración del 
Estado Técnicos Auxiliares de Informática de la administración del Estado y 
General Auxiliar Administrativo de la Administración del Estado. Igualmente 
se le podrán encomendar, previo acuerdo con el correspondiente Departa-
mento u Organismo, la selección del personal de otros Cuerpos y Escalas, 
siempre que el contenido de las pruebas y los programas, tengan características 
similares a las de los Cuerpos mencionados (artículo primero). De acuerdo 
con estas previsiones, dicha Comisión no va a intervenir en la Selección de los 
funcionarios locales con habilitación con carácter Nacional, por lo que no pro-
cede ahora profundizar más en su composición y funciones. 
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66  De hecho el artículo 1 9.b) 
de la Ley de Incompatibilidades 
53/1984, de 26 de diciembre 
prevé como un supuesto excep-
tuado del régimen de incompa-
tibilidades la preparación para el 
acceso a la Función Pública en 
los casos y formas que regla-
mentariamente se determinen. 

67  En cuanto al procedimien-
to que se ha de seguir para abs-
tenerse el artículo 28 establece 
que la abstención puede venir 
determinada a instancias de ór-
gano superior o a iniciativa del 
miembro del tribunal en que se 
dé alguna de las circunstancias 
del artículo 28. En cuanto a la re-
cusación el artículo 29 de la LPAC 
establece el procedimiento a se-
guir, procedimiento en el que co-
rresponde determinar si existe 
causa o no para ser recusado al 
superior jerárquico del Tribunal. 
En el caso de los Tribunales y Co-
misiones de Selección deberá en-
tenderse, por analogía, por su-
perior jerárquico a la autoridad 
que haya nombrado a su presi-
dente, en la medida en que, de 
acuerdo con el artículo 114.1 
LPAC, reiterado por el artículo 
14.2 RGIPP, a efectos de recurso 
los Tribunales se considera n de-
pendientes de la Autoridad que 
haya nombrado al Presidente.  

que la de su naturaleza representativa, lo que supondría la in-
troducción en éstos de consideraciones valorativas alejadas de 
la pura objetividad técnica y más próximas al debate y el posi-
cionamiento político o sindical 

c) No podrán formar parte de los órganos de selección aque-
llos funcionarios que hubiesen realizado tareas de preparación 
de aspirantes a pruebas selectivas en los cinco anos anteriores a 
la publicación de aquella convocatoria. Se entiende, aunque no 
se dice expresamente, que la preparación deberá de serlo de as-
pirantes a las pruebas selectivas en las que tiene prohibida su par-
ticipación los funcionarios. Por tanto, no debería existir obstá-
culo alguno para que un funcionario que ejerza tareas de 
preparación de aspirantes a unas determinadas pruebas selecti-
vas formase parte de un Tribunal en pruebas selectivas que nada 
tienen que ver con aquéllas 66 . 

d) Los miembros de los tribunales deben abstenerse y po-
drán ser recusados, de acuerdo, con los principios generales es-
tablecidos por el art. 28 de la Ley 30/1992, lo que supone una 
garantía de imparcialidad, cuando menos, igual a la que deben 
cumplir el resto de los órganos administrativos 67 . De acuerdo con 
este artículo son causas de abstención, y por tanto también de 
recusación: 

"a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en 
otro cuya resolución pudiera influir la de aquél; ser adminis-
trador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa 
pendiente con algún interesado; 

b) Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto 
grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los 
interesados, con los administradores de entidades o sociedades 
interesadas y también con los asesores, representantes legales o 
mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como 
compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para 
el asesoramiento, la representación o el mandato. 

c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de 
las personas mencionadas en el apartado anterior 

d) Haber tenido intervención como perito o como testigo en 
el procedimiento de que se trate; 

e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica 
interesada directamente en el asunto, o haberle prestado en los 
dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en 
cualquier circunstancia o lugar". 

e) Los órganos de selección no podrán estar formados ma-
yoritariamente por funcionarios pertenecientes al mismo Cuerpo 
o Escala, eso sí, con las excepciones ya señaladas respecto de la 
función pública docente e investigadora. 
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f) Contra las resoluciones y actos de los órganos de selección 
y sus actos de trámite que impidan continuar el procedimiento 
o produzcan indefensión podrá interponerse recurso ordinario 
ante la autoridad que haya nombrado a su presidente (arts. 14.2 
RGIPP y 114.1 LPAC). Con ello se viene a poner en manos de los 
interesados un medio de defensa frente a la posible arbitrarie-
dad de las decisiones de estos órganos. 

g)Los órganos encargados de la selección de los funcionarios 
serán distintos de los órganos encargados del nombramiento 
de los mismos, circunstancia ésta que en opinión de la doctrina 
supone "una de las principales garantías en cuanto a la objeti- ,, 
vidad del proceso de selección 68 . Esta separación va a venir de- 
terminada, en el caso del RGIPP, por el hecho de que se proscribe 
que formen parte de los órganos de selección los altos cargos que, 
con carácter general, son los encargados del nombramiento de 
los funcionarios públicos. 

Por su parte, la especialidad va a ser gmantizada con estas otras 
reglas: 

a) La totalidad de los miembros de los órganos de selección 
tendrán un nivel de titulación igual o superior al exigido para 
el ingreso en el Cuerpo o Escala 69 . Es esta una regla ya clásica en 

68  Vid. FÉREZ FERNÁNDEZ, M. "Reflexiones sobre la necesaria renovación del 
actual modelo de selección en las Administraciones Públicas", en Jornadas 
sobre selección... op. cit., p. 60. 

69  Los términos en que se pronuncia este artículo suscitan la duda de si di-
chos miembros deben ser también funcionarios pertenecientes al mismo grupo 
de clasificación del Cuerpo o Escala para cuyo acceso se efectúe el oportuno pro-
ceso selectivo. Esta cuestión tuvo respuesta en el Dictamen de la Dirección Ge-
neral del Servicio Jurídico del Estado de 29 de mayo de 1989 sobre lo estable-
cido en el artículo 11.2 del viejo RGIPP, que en lo relativo a esta cuestión establecía 
una previsión igual al vigente (Selección de Dictámenes, Madrid, 1990, pp. 303 
y ss.). En el mismo se va a aceptar como correcta la composición de diversos 
Tribunales encargados de juzgar pruebas para el acceso- a los Grupos C y B, en 
los que figuraban funcionarios del Grupo D que poseían la titulación exigida 
para el acceso a aquellos grupos, es decir, Diplomado universitario o Bachiller. 
La Dirección General llega a esta conclusión al entender que los requisitos exi-
gidos en relación a la titulación "hacen exclusivamente referencia al nivel aca-
démico de que están en posesión los miembros del Tribunal, sin hacer alusión 
alguna al nivel académico que en su día les fue exigido para ingresar en el Cuerpo 
o Escala a que pertenecen, ni tampoco al Grupo en que esté clasificado dicho 
Cuerpo o Escala". Para el profesor Martín Rebollo, L. ("El personal al servicio 
de la Comunidad Autónoma", en Derecho Político Aragonés. Estudios sobre el 
Derecho de la Comunidad Autónoma de Aragón, dir. por Embid Irujo, Iber-
caja, Zaragoza, 1990, pp. 463 y 464) esta conclusión no es sostenible. Para él 
"si la oposición se justifica, como decíamos, porque el sistema académico ofi-
cial no garantiza una preparación adecuada dirigida a la formación de funcio-
narios, no se comprende que pueda seleccionar a un funcionario de un deter-
minado Grupo otro de un Grupo inferior al que nadie le exigió la verificación 
de los conocimientos que se supone son imprescindibles para acceder al Grupo 
superior". En segundo lugar, continúa el mismo autor "la mera posibilidad de 

REGAPE 

que un funcionario do Grupo E, 
pero licenciado universitario, 
pueda formar parte de un Tri-
bunal para seleccionar a un fun-
cionario del Grupo A y, sin em-
bargo, el mismo no pueda optar 
a esto por el procedimiento de 
promoción interna, que es el ac-
ceso mediante pruebas al Grupo 
inmediatamente superior, resulta 
contradictorio'l Asimismo "tam-
bién sufre el principio de mérito 
y capacidad, que postula que 
quien juzga a otros haya sido 
previamente juzgado acerca de su 
idoneidad para hacerlo por ha-
ber superado los mismos o se-
mejantes controles (esto es, por 
pertenecer al mismo Cuerpo o a 
cuerpos del mismo Grupo) que 
los que se van a exigir a los can-
didatos", Finalmente, Martín Re-
bollo plantea otra objeción y es 
que estos miembros de los Tri-
bunales "podrían estar en ambos 
lados de la mesa de oposiciones, 
porque nada impediría que un 
funcionario del citado Grupo E 
se presentara al fumo libre de las 
oposiciones al Grupo A, por reu-
nir los requisitos de ser licen-
ciado y pudiera también, induso 
non habiendo superado la opo-
sición, ser incluido en otra oca-
sión en el tribunal del mismo 
tipo de oposiciones". Cit., por 
Alegre Avila op. cit., nota 20. 
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70  En el mismo sentido PALO-
MAR OLMEDA, A. op. cit., p. 318. 

nuestro derecho funcionarial. Su finalidad no es otra que la de 
garantizar, por la vía de la presunción, que todos los miembros 
de los Tribunales van a tener la capacitación técnica suficiente 
para poder valorar adecuadamente el mérito y la capacidad de 
los aspirantes a una plaza. Así lo ha entendido certeramente el 
Tribunal Supremo que, en su Sentencia de 13 de junio de 1989 
(FJ 2), formula las siguientes consideraciones: 

"pues bien, para poder valorar el mérito y capacidad por los 
Tribunales de pruebas selectivas es absolutamente necesario 
que sus miembros posean unos conocimientos para la valora-
ción de dichos méritos y capacidad" de los aspirantes, lo cual 
presuntivamente se Infiere de que aquéllos posean una titula-
ción de igual o superior nivel académico que la exigida para el 
ingreso de los aspirantes, ya que si los miembros del Tribunal 
carecen de dicha formación y capacidad mal podrán valorar la 
de los que son sometidos por el mismo a las pmebas selectivas...". 

b)En su composición se velará por el cumplimiento del prin-
cipio de especialidad. Esta previsión se antoja, en mi opinión, 
demasiado vaga e imprecisa, pues en ningún caso se señala ni 
el número de miembros que han de cumplir dicho principio, ni 
en que consiste concretamente el cumplimiento del mismo 70 . 
Con ello se va a producir, incluso, una notable e inexplicable 
merma de garantías respecto de la anterior regulación de 1984, 
en la cual se establecía que al menos la mitad más uno de los 
miembros del órgano de selección debía de tener una titulación 
correspondiente a la misma área de conocimientos que la re-
querida a los aspirantes para su ingreso (art. 11.2 RD 2223/1984 
derogado por el actual RGIPP). Además, en este punto el RGIPP 

no hace más que reiterar lo que ya había establecido la LMRFP 

en su artículo 19.2, sin concretar ni un ápice dicha regla. Esto 
supone una verdadera autorrestricción del alcance de la norma 
reglamentaria que, en cuanto que norma de desarrollo que es, 
debiera haber concretado algo más la regla general. 

c)Por último, los órganos de selección podrán disponer la in-
corporación a sus trabajos de asesores especialistas, para todas 
o algunas de las pruebas, de acuerdo con lo previsto en las co-
rrespondientes convocatorias. Estos asesores colaborarán con 
el órgano de selección exclusivamente en el ejercicio de sus es-
pecialidades técnicas. Con esta regla se pretende atenuar, de al-
gún modo, las limitaciones que desde el punto de vista de la 
especialidad, y vista la regla anterior, va a tener el propio Tri-
bunal. Estos asesores no van a forma parte del Tribunal, por lo 
que no tendrán voto en las decisiones que el mismo adopte, y 
esto a pesar de la gran transcedencia que pueden tener sus de-
cisiones, sobre todo en los supuestos en que ninguno de los 



miembros del tribunal disponga de la pericia o conocimiento 
técnico necesario para cuestionar la opinión del asesor. En con-
secuencia entiendo que no estaría de más que el propio regla-
mento estableciese algunas reglas en orden a garantizar un efec-
tivo control tanto de la elección de estos asesores como de las 
decisiones que los mismos adopten. 

En conclusión, las previsiones contenidas en el RGIPP reco-
gen un instrumentario suficientemente garantista desde la pers-
pectiva de la imparcialidad, si bien, notablemente limitado 
desde el punto de vista de la especialidad, por lo que se haría 
deseable, en mi opinión, una renovación normativa, en la línea 
de una mayor precisión de estos aspectos, tal y como hemos ve-
nido diciendo. 

El principio de publicidad del Tribunal va a concretarse, de 
acuerdo con lo que establece supletoriamente el RGIPP 71 , a tra-
vés de su inclusión en la correspondiente convocatoria de las 
pruebas selectivas. El artículo 16 apartado g) establece que las 
convocatorias deberán contener la designación del Tribunal ca-
lificador, salvo excepción justificada. Esta última salvedad no 
debe hacernos pensar, en ningún caso, en la posibilidad de la 
existencia de Tribunales secretos. Con esta excepción entiendo 
que se está haciendo alusión a dos posibilidades: (1) Primera, 
al supuesto de que un mismo Tribunal actúe como tal en más 
de un procedimiento selectivo, por lo que su nombramiento 
sólo sería necesario en el primero de los procedimientos y por 
tanto en la primera de las convocatorias, bastando en las si-
guientes con una mera referencia o indicación de la Orden de 
convocatoria en que figura dicho Tribunal (el art. 11 dice ex-
presamente que "Los Tribunales serán nombrados, salvo ex-
cepción justificada, en cada orden de convocatoria..."); (2) la 
segunda posibilidad sería aquella en que por razones justifica-
das el Tribunal no pudiese ser nombrado en el momento de la 
convocatoria, realizándose su nombramiento en un momento 
posterior a esta si bien anterior a la celebración de las pruebas. 
En este caso, y al margen de que en la convocatoria se deberá jus-
tificar la causa que impidió la publicación, y por tanto el nom-
bramiento, del Tribunal, una vez determinada la composición 
del mismo deberá ser publicada en el mismo medio en que lo 
fue la convocatoria. 

En cuanto a cual haya de ser el medio a través del cual se 
deba dar publicidad a estos Tribunales, tanto la base segunda de 
la Resolución de 2 de junio de 1993, por la que se regulan las 
pruebas selectivas para el acceso a las subescalas de funcionarios 
de administración local con habilitación de carácter nacional, 

R E GA P 

71  Hacemos una alusión ex-
presa al principio de supletorie-
dad en este punto en la medida 
en que tanto la Resolución de 2 
de junio de 1993, por la que se 
regulan las pmebas selectivas pa-
ra el acceso a las subescalas de 
funcionarios de administración 
local con habilitación de carác-
ter nacional, como la Resolución 
de 13 de mayo de 1991, por la 
que se establecen los procedi-
mientos selectivos de acceso a la 
categoría superior de las subes-
calas de Secretaria e Interven-
ción-Tesorería, de la Escala de 
Funcionarios de Administración 
Local con Habilitación de Ca-
rácter Nacional, no prevén que 
en la convocatoria deba figurar 
el Tribunal que haya de juzgar 
dichos procedimientos, ni tan si-
quiera se establece medio algu-
no a troves del que se pueda dar 
publicidad a dicha composición. 
Así pues dicha laguna deberá ser 
cubierta por lo establecido por 
el RGIPP. 
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STUDIOS como la base segunda de la Resolución de 13 de mayo de 1991, 
por la que se establecen los procedimientos selectivos de acceso 
a la categoría superior de las subescalas de Secretaría e Inter-
vención-Tesorería, de la Escala de Funcionarios de Administra-
ción Local con Habilitación de Carácter Nacional, establecen 
que las convocatorias de las pruebas selectivas para el acceso a 
las diferentes subescalas de funcionarios locales con habilita-
ción de carácter nacional se publicarán en el "Boletín Oficial 
del Estado". Con todo, y en la medida en que como ya vimos cabe 
la posibilidad de una celebración descentralizada de las pruebas 
selectivas, parece razonable que, o bien por la vía del Conve-
nio72 , o bien de acuerdo con lo establecido por la legislación 
autonómica correspondiente, se establezca como necesaria la 
publicación del anuncio de la convocatoria en el Diario Oficial 
de la correspondiente Comunidad Autónoma o en algún otro 
medio. Así ocurre en el caso de Galicia, en donde el artículo 
233.3 de la LALG establece con carácter general y en relación a 
todos los funcionarios locales que 

"Os anuncios de convocatorias de probos de acceso á función 
pública local e de concursos para prever postos de traballo pu-
blicaranse, ademais do disposto pola normativa básica do Estado, 
no Diario Oficial de Galicia". 

Por último, y en cuanto a la impronta o naturaleza local 
de estos órganos de selección, debemos estar a lo ya comentado 
al tratar de la normativa aplicable a los mismos. 

B. Reglas que rigen la composición de los tribunales 
o comisiones de selección de los funcionarios 
propios de las corporaciones locales 

Concluía al tratar de las normas aplicables a los órganos de 
selección de los funcionarios propios de las Entidades locales que 
el dictado de aquéllas correspondía en primera instancia al Es-
tado, al ser de su competencia la fijación de las reglas y progra-
mas mínimos en la materia; en segunda instancia a las propias 
entidades locales a través de sus reglamentos de personal que, 
en todo caso han de respetar las normas básicas del Estado y al-
gunas normas sectoriales autonómicas; y, por último, a las res-
pectivas Comunidades Autónomas encargadas de establecer para 
el caso de que las Entidades locales no lo hiciesen la regulación 
supletoriá en esta materia. Decía también que de todos los im-
plicados en esta cuestión tan sólo el Estado ha desarrollado sa-
tisfactoriamente su competencia, siendo así que ni la mayoría 
de las Entidades locales ni, en nuestro caso, la Comunidad Au-
tónoma gallega han desarrollado sus respectivas competencias. 

72  En Galicia el Convenio de 
cooperación entre el INAP y la 
EGAP a que hemos hecho re-
ferencia no contiene ninguna 
previsión en este sentido. 
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REGAPE Por tanto, en el caso de Galicia habrá que estar, para conocer 
las normas que regulan la composición de los Tribunales, a lo 
establecido en la normativa estatal, que en este caso viene de-
terminada por lo establecido en el Real Decreto 896/1991, de 7 
de junio por el que se apmeban las reglas básicas y los progra-
mas mínimos del procedimiento de selección de los funciona-
rios de Administración local. 

Como acabo de decir no todas las reglas contenidos en di-
cho RD van a tener igual naturaleza jurídica. De acuerdo con lo 
establecido en su disposición final primera, sólo algunas de las 
reglas contenidas en el RD van a tener carácter básico mientras 
que las restantes serán de aplicación supletoria para el caso de 
que ni las entidades locales ni las correspondientes Comuni-
dades Autónomas hayan ejercido sus competencias. 

De acuerdo con esto, el artículo 4 del RD 896/1991 establece 
con carácter básico en su apartado e) que 

"Los Tribunales, que contarán con un Presidente, un Secreta-
rio y los Vocales que determine la convocatoria. Su composi-
ción será predominantemente técnica y los Vocales deberán po-
seer titulación o especialización iguales o superiores a las exigidas 
para el acceso a las plazas convocadas". 

Por su parte, y de forma supletoria, el apartado f ) señala que 
"El número de miembros de dichos Tribunales en ningún 

caso será inferior a cinco. 
Actuará como Presidente el de la Corporación o miembro de 

la misma en quien delegúe. Entre los vocales figurará un repre-
sentante de la Comunidad Autónoma". 

Como se podrá comprobar en una primera aproximación a 
estos preceptos, las garantías contenidas en los mismos en relación 
a los principios de especialidad e imparcialidad resultan sus-
tancialmente mermadas respecto de las que establecía el RGIPP. 

Así, respecto del principio de imparcialidad pueden hacerse 
las siguientes consideraciones: 

1) En el RD no se impide, al igual que hacía el RGIPP, el ac-
ceso a los tribunales a representantes políticos que carezcan de 
la cualidad de funcionario público. Por el contrario, la norma 
mencionada establece, si bien con carácter supletorio, que al 
menos uno de sus miembros, nada menos que el Presidente, 
habrá de ser un representante político, a saber, el Alcalde o el Pre-
sidente de la Diputación o el miembro de la Corporación en 
quienes ellos deleguen. 

Desde un punto de vista constitucional, esta solución suscita 
serias dudas y no deja de resultar ciertamente arbitraria. Si por 
un lado, no se acierta a comprender cual es la suerte de vasta for- 
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ESTUDIOS mación o cualificación técnica de los Alcaldes y Presidentes de 
Diputaciones que les permite formar un juicio técnico acertado 
en ocasiones tan dispares como la selección de un bombero, 
un bibliotecario, un peón de albañil, un arquitecto, un policía 
local, un asistente social o un asesor jurídico; por otro lado, la 
introducción de cargos políticos o de representantes sindicales 
en los órganos de selección incorpora puntos de vista distintos, 
incompatibles objetivamente con el principio de imparciali-
dad73 . Cuando en algún órgano administrativo o político se 
prevé la participación de un cargo político, por el mero hecho 
de serlo y no por su singular cualificación técnica, hay que en-
tender que dicha participación está encaminada y dirigida a de-
fender una opción política determinada, a encauzar legítima y 
democráticamente, aunque, eso sí, dentro del amplio marco del 
respeto al Estado de Derecho, las decisiones administrativas ha-
cia la opción política que ellos representan y en función de la 
cual ocupan el cargo que les corresponde. En estos casos, se 
suele tratar de órganos donde la mayor o menor cualificación 
técnica de sus integrantes es lo de menos, siendo lo determinante 
su legitimidad democrática expresada por los votantes en las 
urnas. 

Ahora bien, cuando de lo que se trata es de integrar órganos 
cuya tarea no es, ni mucho menos, determinar cuales de los can-
didatos aspirantes a ocupar una plaza en la Administración pú-
blica se ajustan más a los criterios políticos expresados en las 
urnas o cuales de ellos gozan de la confianza de la opción po-
lítica mayoritaria 74, sino, muy al contrario, la de discernir de 
forma imparcial y objetiva que candidatos a una plaza de fun-
cionario de carrera tienen más méritos y capacidad, no se com-
prende cual es el papel que le corresponde jugar a los repre-
sentantes políticos o sindicales. 

Falla así una importante garantía organizativa del principio 
de imparcialidad, por lo que puede plantearse seriamente la 
duda de que este tipo de soluciones sea conforme a la Consti-
tución. En este sentido debe recordarse que el Tribunal Consti-
tucional ha declarado, en STC 85/1983, de 25 de octubre, que 
el régimen de las comisiones de selección debe garantizar "la 
capacidad de sus miembros para que su juicio sea libre, sin ce-
der a consideraciones externas, y que su nivel de preparación 
técnica sea lo suficiente para realizar la función seleccionadora". 
Del mismo modo, el Tribunal Supremo no ha dudado en afir-
mar que "para poder valorar el mérito y capacidad por los Tri-
bunales de pruebas selectivas es absolutamente necesario que sus 
miembros posean unos conocimientos para la valoración de di- 

73  SÁNCHEZ MORÓN, M., op. 
cit., p. 126. 

74  Para satisfacer estas necesi-
dades también legitimas ya exis-
te en nuestro Ordenamiento ju-
rídico otra figura: la del personal 
eventual cuyo nombramiento y 
cese es libre y le corresponde al 
Alcalde o al Presidente de la Cor-
poración local correspondiente 
(art. 250.3 LALG). 
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chos "méritos y capacidad" de los aspirantes" (STS 13 de junio 
de 1989 FJ 2). 

Además, al abrir la posibilidad de que los Presidentes de las 
Corporaciones participen en el órgano encargado de la selec-
ción de sus funcionarios va a suponer la limitación de otras im-
portantes garantías de imparcialidad previstas, sin embargo, en 
el RGIPP: (1) Por una parte, la separación entre el órgano en-
cargado de la selección y el órgano encargado del nombramiento 
se diluye sustancialmente, al ser el Presidente de la Corporación 
local, presidente nato del órgano seleccionador, el encargado 
de su nombramiento75, todo lo cual supone acentuar el ya de 
por si "politizado" procedimiento selectivo 76 . (2) Por otra parte, 
la garantía de imparcialidad que suponía la posibilidad de in-
terponer recurso ordinario frente a ciertas decisiones de los Tri-
bunales seleccionadores se ve también sustancialmente mer-
mada, en la medida en que, sea el Pleno de la Corporación o sea 
el Presidente de la misma el órgano encargado de la resolución 
de dicho recurso, en cuanto órgano superior jerárquico del Tri-
bunal (art. 114.1 LPAC) 77, lo cierto es que el Presidente de la 
Corporación local va a estar presente en ambos órganos, y por 

75  Artículos 41.14.a) y 60.12.a) del Reglamento de Organización, Funciona-
miento y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales, aprobado por RD 
2568/ 1986, de 28 de noviembre (ROF). 

76  Cfr. FERZ FERNÁNDEZ, M., "Reflexiones..." op. cit., p. 60. 
77  Es esta una cuestión que no es pacífica en la doctrina. El problema para 

concretar cual es el órgano superior jerárquico de los Tribunales seleccionado-
res en el ámbito local vienen condicionado por el hecho de que el nombramiento 
de su Presidente viene determinado por dos centros de decisión. Así, mientras 
es el pleno el órgano encargado de aprobar las bases de la convocatoria (artí-
culos 22.2.i) y 33.2.f) de la LBRL), bases en las que deberá constar la designa-
ción del Tribunal, será el Presidente de la Corporación el órgano encargado de 
efectuar formalmente dicha convocatoria, de acuerdo con las bases que apmebe 
el pleno (arts. 41.14.a) y 60.12.a) del ROF). A pesar de esta doble intervención 
en el proceso decisorio, no cabe duda de que la decisión determinante de la com-
posición del Tribunal la toma el Pleno, por lo que parece más razonable desde 
un punto de vista finalista, e incluso resulta más garantista para los interesados, 
que sea éste el que resuelva los recursos. Así lo han entendido por ejemplo VERA 
FERNÁNDEZ-SANZ, A. "Algunos casos de recursos ordinarios (antigua alzada) en 
la Administración Local. El Consultor, n° 6, 1994, pp. 767 y 768, o RODRÍGUEZ 
ÁLVAREZ, J.M. "Las dases de recursos administrativos en la Administración Lo-
cal. El impacto de la Ley 30/1992", El Consultor, n° 20, 29994, pp. 2702 y 
2703 o COBO OLVERA, M.... p. 565. Sin embargo ésta no ha sido la solución adop-
tada por el legislador catalán, para quien el nombramiento del tribunal co-
rresponderá al órgano de la entidad local competente para el nombramiento de 
los funcionarios de que se trate, y que no es ono que el propio Presidente de la 
Corporación (arts. 72.4 y 82 del Reglamento del personal al servicio de las En-
tidades locales de Cataluña. No han faltado incluso autores que como PÉREZ LU-
QUE, A. ("La ley de Régimen jurídico de las Administraciones públicas y del 
Procedimiepto Administrativo local", El Consultor, 1994, p. 1650) estiman que 
este recurso no cabe en el ámbito local, al entender que la autoridad competente 
para nombrar el Presidente no existe en la Administración Local pues es por de-
terminación legal expresa (RD 896/1991) como se nombra al Presidente de la 
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Corporación. Esta ultima posi-
ción no puede ser compartida 
pues una cosa es que una norma 
establezca, con carácter suple-
torio por cierto, el sujeto que 
debe presidir un Tribunal y otra 
cosa muy distinta es el nom-
bramiento concreto de ese su-
jeto. 



ESTUDIOS lo tanto va a tomar parte en la decisión tanto en primera como 
en segunda instancia. De este modo, la "supuesta" garantía que 
supone que un órgano superior jerárquico fiscalice la actuación 
del inferior se limita hasta el punto de hacer de lo que en prin-
cipio es una garantía para el ciudadano, un verdadero obstá-
culo para su acceso a la vía jurisdiccional. 

Cuestión bien distinta es que los Tribunales sean designa-
dos por el Pleno o incluso que, en virtud de acuerdo previo, se 
dé cierto protagonismo en esta designación a los grupos de la 
oposición o a los representantes sindicales, siempre y cuando 
se garantice la necesaria cualificación técnica de las personas de-
signadas por estos representantes políticos o sindicales. Por el 
contrario, es en este plano, esto es, en el de la designación de 
los Tribunales donde el principio de autonomía local o de na-
turaleza local de los Tribunales puede y debe jugar el papel 
que le corresponde. 

Desde esta perspectiva es, sin embargo, cuestionable la pre-
visión general de que uno de los vocales de la Comisión deba 
ser un representante de la Comunidad Autónoma respectiva, 
solución que en los términos en que está planteada no va a su-
poner un refuerzo de las garantías de imparcialidad y objetivi-
dad, sino una simple e injustificada interferencia en el ámbito 
de decisión local, sólo permisible en los supuestos en que, por 
imperativo legal, dicha participación se dirija a la salvaguarda de 
las competencias sectoriales que corresponden a la Comunidad 
Autónoma78 . 

(2) Aún cuando el RD 896/1991 no lo diga de forma expresa, 
muchas de las reglas contenidas en el RGIPP en aras a garantizar 
la imparcialidad van a ser también de aplicación en el caso de 
estos Tribunales. En primer lugar, las personas que sean desig-
nadas para forma parte de los Tribunales deberán abstenerse y 
podrán ser recusadas en el supuesto de que en ellos concurra 
alguna de las causas enumeradas en el artículo 28 de la LPAC, y 
ello porque estos Tribunales, como ya dijimos al principio, no 
son más que órganos administrativos que actúan en un proce-
dimiento y que en cuanto tales les son aplicables las reglas ge-
nerales contenidas en la LPAC. En segundo lugar, y del mismo 
modo, las decisiones que adopten los Tribunales serán suscep-
tibles de recurso ordinario. Por último, de acuerdo con lo esta-
blecido en el apartado 2 del artículo 19 de la LMRFP, que tiene 
también carácter supletorio al igual que parte de la regulación 
del RD, los órganos de selección no podrán estar formados ma-
yoritariamente por funcionarios del mismo cuerpo que se ha 
de seleccionar. 

78  En este sentido, parecía más 
ajustada al principio de espe-
cialidad la previsión contenida 
en el ya derogado RD 712/1982, 
de 2 de abril, el cual preveía que 
entre los vocales actuase siem-
pre "un representante del Pro-
fesorado oficial, designado por 
el INAP; el Director o Jefe del res-
pectivo servicio dentro de la es-
pecialidad o, en su defecto, un 
técnico o experto designado por 
el Presidente de la Corporación; 
un representante del Colegio 
Oficial respectivo de la Comu-
nidad Autónoma; o, de no ha-
berlo, un representante desig-
nado por la Administración del 
Estado o, en su caso, por la Co-
munidad Autónoma que co-
rresponda, un funcionario de ca-
rrera, si lo hubiere, designado 
por la Corporación local". 
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En cuanto al principio de especialidad es donde este Real 
Decreto resulta más cuestionable. 

En primer lugar, no todos los miembros del Tribunal tendrán 
que tener un nivel de titulación o especialización igual o supe-
rior al exigido para el ingreso en el Cuerpo o Escala, sino que 
esta exigencia sólo se establece respecto de los Vocales. Esta pre-
visión sugiere un par de reflexiones. (1) La reducción de la exi-
gencia de titulación a sólo los vocales del Tribunal, supone una 
minoración de garantías de todo punto injustificable y difícil-
mente cohonestable con las exigencias propias del principio de 
especialidad, mérito y capacidad así como con la igualdad de 
acceso a la función pública. Posibilitar que personas que care-
cen de estudio o pericia alguna puedan enjuiciar el mérito y la 
capacidad de los candidatos a plazas en las que se exija la po-
sesión de titulación superior y además unos conocimientos es-
pecializados, resulta, en mi opinión, un verdadero atentado a 
toda lógica y razón jurídica, que no merece mayor comentario. 
(2) Este RD introduce una variable que hasta este momento no 
había sido planteada por ninguna norma. Al requerir que los 
vocales tengan un nivel de "titulación o especialización" igual al 
exigido para las plazas objeto de convocatoria, parece que se abre 
la posibilidad de que incluso los vocales no tienen por que te-
ner una titulación igual o superior siempre que posean una "es-
pecialización" igual o superior. Una solución de este tenor en-
tiendo, sin embargo, que resulta igualmente contraria al principio 
de especialidad, pues dejaría al libre criterio de la Administra-
ción actuante la determinación de la formación o de los cono-
cimientos que reportan un nivel de especialización suficiente para 
participar en un Tribunal, sin fijar para ello parámetro alguno, 
ni tan siquiera el de la titulación oficial. Más razonable es en-
tender que partiendo de la exigencia de un nivel de titulación 
igual o superior al del exigido a los aspirantes la Corporación 
local podrá, además, exigir de los vocales del Tribunal un cierto 
nivel de especialización que les permita formar un juicio acer-
tado en su decisión, lo que sería recomendable. 

En segundo lugar, y de modo similar a lo que ocurre en el 
RGIPP, la exigencia de una composición tan sólo predomi-
nantemente técnica, no parece que satisfaga suficientemente las 
garantías derivadas del principio de especialidad y que los Tri-
bunales se han encargado de recordar. Así, y en relación a la vieja 
exigencia del RD 71211982, de 2 de abril de que en los Tribu-
nales figurase un representante del Profesorado oficial, el TS ha 
entendiendo que éste debería ser un profesor universitario por 
ser en muchas ocasiones plazas donde "la especialización ad- 
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1:3 STUDIOS ministrativa debe de ser fundamental" (STS 27 de octubre de 1989 
FJ 4), no siendo suficiente con haber impartido docencia induso 
en Centros oficiales. Del mismo modo, el TC ha señalado en la 
Sentencia 215/1991, de 14 de noviembre, que el discernimiento 
de los méritos y la capacidad de los aspirantes a una plaza en 
la función pública ha de corresponder exclusivamente a órga-
nos calificadores que estén integrados por personas dotadas de 
la debida cualificación técnica en la materia propia de esa 
plaza. Más expresivos si cabe, son los pronunciamientos con-
tenidos en las SSTC 174/1996, de 11 de noviembre y la d215/1991, 
de 14 de noviembre. En la primera de ellas el TC consideró nada 
menos que al Consejo General del Poder Judicial un órgano sin 
la cualificación técnica suficiente para revisar el fondo de la va-
loración efectuada por el Tribunal calificador encargado de se-
leccionar Magistrados por la vía del tumo de juristas de reco-
nocida competencia. En la segunda el TC tampoco consideró a 
una Comisión de Reclamaciones integrada por Catedráticos de 
Universidad con amplia experiencia docente e investigadora, 
como un órgano suficientemente cualificado para la revisión del 
fondo de una decisión adoptada por una Comisión encargada 
de la selección de funcionarios públicos docentes, "al no ser to-
dos ellos especialistas de la disciplina o del área de conocimiento 
correspondiente a la plaza objeto del concurso" (STC 215/1991, 
de 14 de noviembre FJ 4) 

En cuanto al principio de publicidad, el RD 89 6/1 991 cum-
ple satisfactoriamente las exigencias propias de este principio. 
En el artículo 6 se establece, con carácter supletorio, que las ba-
ses de las pmebas selectivas y las correspondientes convocato-
rias deberán publicarse íntegramente en el Boletín Oficial de a 
Provincia correspondiente así como en el de la Comunidad Au-
tónoma, siendo necesaria la publicación del anuncio de la con-
vocatoria en el BOE. Esta previsión, en exceso garantista, ha sido 
atenuada por el legislador gallego, el cual ha entendido sufi-
ciente con la publicación íntegra en el Boletín oficial de la Pro-
vincia, limitándose el BOE y el DOG a publicar el anuncio (art. 
233.3 LALG). El cumplimiento de esta exigencia contenido tam-
bién en el viejo RD 2223/1984, artículo 14.h) es requisito sine 
qua non para la validez de la convocatoria. Así, lo ha entendido 
correctamente el propio TS, el cual, refiriéndose a la no designación 
del Tribunal calificador en una convocatoria, ha señalado lo si-
guiente 

"no podemos compartir su juicio de valor (el de la parte ape-
lante), contrario al de la Sala "a quo", de que las infracciones 
legales por ella constatadas (y entre las que se incluye la que • 139 



acabamos de mencionar), sean meras irregularidades sin tras-
cendencia invalidante, cuando, por el contrario, se trata de in-
fracciones de normas absolutamente precisas, que por tanto 
merecen el tratamiento previsto para ellas en el artículo 48 de 
la LPA (hoy art. 63 LPAC referido a la anulabilidad de los actos), 
en su redacción vigente al momento de los hechos". 
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4. Conclusiones 

Este somero análisis de las normas y principios aplicables 
en materia de conformación de los órganos de selección de las 
Corporaciones Locales, permite formular algunas propuestas a 
modo de conclusión 

Primera: La previsible reforma de nuestro modelo de función 
pública hacia posiciones más próximas a las propias del mundo 
laboral, no debe suponer en ningún caso una merma en el res-
peto y aplicación de los principios consagrados constitucional-
mente. En este contexto, entiendo que el reforzamiento de la 
imparcialidad y especialización de los órganos de selección se 
resuelve como uno de los instrumentos más idóneos para ga-
rantizar el equilibrio de este proceso de cambio. 

Segunda: El camino abierto por el RGIPP parece el adecuado 
para garantizar el cumplimiento efectivo de los principios a que 
hemos hecho referencia. Con todo, entiendo que, desde la pers-
pectiva del principio de especialidad, el legislador debería ha-
cer un mayor esfuerzo de concreción en relación a los miem-
bros que han de integrar los órganos. Se hace preciso que los 
órganos de selección se integren en su totalidad por personas con 
una cualificación específica en las materias sobre las que versa 
el procedimiento selectivo. Sólo así se va a poder garantizar en 
su integridad el acceso a las plazas de aquellas personas más ca-
pacitadas. 

Tercera: Se hace precisa una reforma radical y urgente del Real 
Decreto 896/1991, de 7 de junio, por el que se establecen las 
reglas básicas del procedimiento de selección de los funciona-
rios de Administración Local. Este RD supone una vuelta atrás 
respecto de la regulación contenida en el ya derogado RD 
712/1982 79 . La manifiesta transgresión por esta norma de los 
principios de especialidad e imparcialidad, al margen de ser re-
probable desde un punto de vista jurídico, supone la vuelta a una 
concepción patrimonialista y trasnochada de los cargos y fun-
ciones públicas. La confusión entre lo político y lo administra-
tivo se hace patente en esta norma. En esta línea, tanto las pro-
pias entidades locales como la Comunidad Autónoma Gallega 

79  En este Real Decreto se es-
tablecía que los vocales de los 
Tribunales calificadores de las 
pruebas para el ingreso en la 
función pública local deberían 
ser un representante del Profe-
sorado oficial, designado por el 
INAP; el Director o Jefe del res-
pectivo servicio dentro de la es-
pecialidad o, en su defecto, un 
técnico o experto designado por 
el Presidente de la Corporación; 
un representante del Colegio 
Oficial respectivo de la Comu-
nidad Autónoma o, de no ha-
berlo, un representante desig-
nado por la Administración del 
Estado o, en su caso, por la Co-
munidad Autónoma que co-
rresponda, un funcionarios de 
carrera, si lo hubiere, designado 
por la Corporación local. 

140 



ESTUDIOS tienen la oportunidad de paliar a través del dictado de las co-
rrespondiente normas reglamentarias muchas de las deficien-
cias contenidas en este RD, por lo que a ellas corresponde igual-
mente esta tarea de renovación normativa. 

Partiendo de esta realidad, creo que resulta muy acertada la 
opinión de quienes sostienen que "el concepto de autonomía 
local puede aguantar mayores grados de intervención norma-
tiva y hasta ejecutiva, siempre que la medida mejore notablemente 
la eficacia burocrática, el derecho de los ciudadanos al acceso, 
en régimen de igualdad, a los puestos públicos y haga efectiva 
la movilidad interadministrativa80 . En definitiva, el respeto de 
los principios de objetividad, de acceso a los cargos públicos de 
acuerdo con los principios de igualdad, mérito y capacidad, le-
galidad y autonomía local hace necesaria la inmediata modifi-
cación de la norma en cuestión en este punto, de acuerdo con 
las directrices que he ido esbozando a lo largo de estas líneas. 

Con todo, y aún cuando las garantías normativas no sean 
suficientes, esto no puede suponer que la actuación en este ám-
bito de la Administración pública se pueda realizar en perjuicio 
de los principios reseñados: imparcialidad y especialidad. Y ello 
porque se trata de principios que alcanzan el rango constitu-
cional y que, en cuanto tales, se debe en todo caso velar por su 
estricto cumplimiento, en primera instancia por la Administra-
ción pública y en última por los Tribunales de justicia. La tarea, 
desde luego, no es sencilla, y las soluciones pueden ser muchas. 
Sirvan como colofón las siguientes reflexiones de carácter ge-
neral que plantea Sánchez Morón 

"el favoritismo que con frecuencia se enseriorea de los pro-
cesos selectivos no puede solucionarse desplazando la decisión 
técnica a un órgano no dotado para ella (o el criterio de los téc-
nicos de una comisión por el criterio de quienes actúan como 
peritos en el proceso), dicho sea sin perjuicio del control jur'- 
dico que los tribunales de justicia deben ejercer, en los térmi-
nos mencionados. En realidad la solución está más en el desa-
rrollo de los valores cívicos de la sociedad que en otra cosa. 
Pero siempre es posible desde el derecho contribuir a ella per-
feccionando la composición de los órganos de selección, en ga-
rantía de su idoneidad e imparcialidad, mejorando los siste-
mas selectivo y exigiendo una estricta observancia de los 
procedimientos y las obligaciones de motivación, de manera 
que se genere más transparencia y puedan corregirse las des-
viaciones de poder (que son el verdadero problema). En último 
extremo, órganos administrativos especializados en la revisión 
de estos aspectos del proceso selectivo (a la manera de comisiones 
de garantía del sistema de mérito) podrían también ser útiles para 
el mismo fin"81. 

80  LLISET BORRELL, F. y GRAU 
AVILA, S. op. cit., p. 177. 

81  SÁNCHEZ MORÓN, M. op. 
cit., p. 144. 
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